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INTRODUCCIÓN. 

 

 

El Concepto de Transporte Público en Colombia es un tema amplio y diverso, que 

tiene un alto impacto social, tanto que es considerado, después del Servicio 

Público de Acueducto, el más importante para la sociedad.   

 

En nuestra Carta Magna, Artículo 365 consagra en su inciso primero que los 

servicios públicos son inherentes a la finalidad social del Estado, razón por la cual 

este debe asegurar su prestación eficiente a todos los habitantes del territorio 

nacional, eficiencia que implica que se presten con amplia cobertura, calidad y 

tarifas razonables en los términos fijados por la ley, como lo ordena el artículo 367 

de la Carta Política.  

 

El presente trabajo: “RESPONSABILIDAD DEL ESTADO EN LA GARANTÍA DE 

LA MOVILIDAD.  CASO: PRESTACIÓN DEL SERVICIO PÚBLICO DE 

TRANSPORTE URBANO COLECTIVO EN TULUÁ AÑO 2016” tiene como 

finalidad establecer las obligaciones que impone el código civil colombiano y el 

código de tránsito y transporte (Ley 769 del 2002), LEY 336 DE 1996 (Por la cual 

se adopta el Estatuto Nacional de Transporte) y el Decreto Mintransporte 170 del 

2001 (Por el cual se reglamenta el servicio público de transporte terrestre 

automotor colectivo metropolitano, distrital y municipal de pasajeros), el Estado 

(llámese municipio de Tuluá), debe responder por los actos propios u omisiones 

de su responsabilidad en la vigilancia del cumplimiento de los requisitos de 

habilitación de las empresas de transporte público colectivo terrestre automotor de 

pasajeros del radio de acción metropolitano, distrital y/o municipal, con el ánimo de 

que adelante las acciones pertinentes para ofrecer a la comunidad de Tuluá,  

soluciones reales para un mejor transporte público colectivo de pasajeros urbano 

en su jurisdicción, aplicándose la regulación existente en la materia, así como de 

su obligación para hacer frente a las modalidades irregulares de transporte público 



8 
 

(Piratas y Mototaxis) y de la realización de inversiones,  tanto en infraestructura 

para el desarrollo de un mejor y más seguro servicio público de transporte. 

 

El Municipio de Tuluá Valle del Cauca debe garantizar una eficiente prestación del 

servicio público de transporte urbano colectivo, ¿y cómo lo puede hacer? 

Ejerciendo su rol como regulador para la prestación de este servicio público, 

garantizando que las empresas que presten este servicio en la modalidad de 

transporte colectivo urbano de pasajeros cumplan con todas las exigencias que la 

Ley establece para tal efecto, pero también brindando las condiciones mínimas 

requeridas para que las empresas prestadoras puedan desarrollar su actividad en 

un marco económico que les genere las utilidades necesarias para poder invertir y 

que el negocio sea rentable y sostenible.   De igual manera, el Municipio de Tuluá 

debe promover una estrategia real para la implementación de un Sistema 

estratégico de transporte público urbano colectivo de pasajeros que resuelva la 

deficiente prestación de este servicio por parte de las actuales empresas 

afiliadoras. Debe ejercer control al transporte informal en todas sus modalidades, 

buscando con ello que el servicio sea prestado con seguridad por quienes están 

autorizados. Complementario a todo esto, debe realizar las inversiones en 

infraestructura para la movilidad, adecuando sus vías, con mobiliario para el 

transporte urbano (paraderos, demarcación, señalización, duming de espera, 

semaforización, carriles exclusivos, zonas céntricas de exclusión, mayor pie de 

agentes de tránsito, entre otros). 

 

Mediante una investigación de carácter descriptivo, podemos observar que existe 

la legislación, la jurisprudencia y la doctrina que regula el tema en el país; que en 

Colombia, en los Municipios de menos de 250.000 habitantes, que no llegan a ser 

catalogados como ciudades intermedias, las autoridades competentes no han 

tomado cartas en el asunto y han sido indiferentes ante la problemática 

presentada por la mala calidad en la prestación del servicio público colectivo 

urbano de pasajeros por parte de las empresas afiliadoras, generándose 
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abandono de rutas, frecuencias insuficientes del servicio, parque automotor 

obsoleto, insuficiente, inadecuado y contribuyendo con esto a la aparición de la 

prestación del servicio por agentes no autorizados para ello como lo son los 

taxistas realizando la práctica del “Colectivo”, los particulares denominados 

“piratas” y los mototaxistas, y Tuluá no ha sido la excepción. 

 

La hipótesis que este trabajo arroja es que el Estado, llámese municipio de Tuluá, 

es responsable por el ineficiente servicio de transporte urbano colectivo que se 

presta en la ciudad, dado a las fallas en la regulación de la normatividad de esta 

modalidad de transporte, a que ha sido permisiva con la ineficiencia de las 

empresas que prestan este servicio y a que ha sido indiferente con la problemática 

del transporte informal en todas sus modalidades y no ha realizado las inversiones 

y los esfuerzos tendientes al mejoramiento de este servicio. 
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1. TEMA. 

 
 
Responsabilidad del Estado en la garantía de la movilidad.  Caso: prestación del 

servicio público de transporte urbano colectivo en Tuluá año 2016. 
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2. PLANTEAMIENTO DEL PROBLEMA. 

 

2.1. DESCRIPCIÓN DEL PROBLEMA. 

 

Una de las funciones del Estado es (si no la más importante) la prestación 

eficiente de servicios públicos.  Pero no todas las actividades catalogadas como 

servicio público las realiza este, pues puede delegar en los particulares la 

prestación de los mismos. 

 

En el Código Sustantivo del Trabajo, Articulo 430, modificado por el Decreto 753 

de 1956, podemos encontrar un significado de servicio público: "...Para este efecto 

se considera como servicio público, toda actividad organizada que tienda a 

satisfacer necesidades de interés general en forma regular y continua, de acuerdo 

con un régimen jurídico especial, bien que se realice por el Estado directa o 

indirectamente, o por personas privadas". 

 

El Literal b. del mismo cataloga como un servicio público la actividad desarrollada 

por las de empresas de transporte por tierra, agua y aire; y de acueducto, energía 

eléctrica y telecomunicaciones 

 

Definamos entonces que es transporte, según laSentencia C-033/14: 

 

 “Es una actividad indispensable para la vida en sociedad y en 

particular para las relaciones económicas, que conlleva movilizar 

personas o cosas de un lugar a otro, mediante diferentes medios. 

Dichos traslados pueden efectuarse dentro del marco de las relaciones 

privadas, bajo el amparo de la libertad de locomoción (art. 24 Const.), o 

ejerciendo actividades económicas dirigidas a obtener beneficios por la 

prestación del servicio (art. 333).” 
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El Transporte es entonces una actividad en donde se conducen o movilizan de un 

lugar a otro personas o cosas.  El servicio de transporte público de personas es 

aquel que tiene por objeto la movilización de estas en el territorio nacional, a 

cambio de una retribución económica, en el cual prima el interés general sobre el 

particular, siendo regulado por el Estado en lo referente a sus condiciones de 

operabilidad. 

 

Es así como prácticamente todo, en los estratos más básicos de una comunidad, 

gira en torno a la oportunidad del transporte público, sobre todo para quienes 

viven muy lejos de los centros de trabajo y de la zona céntrica de las ciudades y 

que carecen de alternativas de movilización diferentes o de motorización propia.  

De poder llegar temprano a su trabajo depende su estabilidad laboral y deacceder 

a los centros de educación estatal, a través de un oportuno sistema de transporte 

también depende poder asistir a clases. 

 

Para el caso de Tuluá podemos citar el estudio de Movilidad realizado por la firma 

Alma Mater, para el año 2006, en donde en su capítulo No. 7, da el siguiente 

diagnóstico de la situación del transporte colectivo urbano de pasajeros:  

 

“El transporte público colectivo de la ciudad de Tuluá no está 

cumpliendo adecuadamente con la función de movilidad urbana, pues 

su participación es baja y son pocas o nulas las acciones que hasta la 

fecha se han emprendido para su fortalecimiento. De haberse 

mantenido la participación del transporte público colectivo registrada en 

el año 1997 de solo el 14%, en el año 2005 se tendrían 

aproximadamente 39,600 viajes al día en transporte público colectivo.”1 

 

 

                                                           
1Unión Temporal Rodrigo Cerón – Movilidad Sostenible Ltda. Plan de Movilidad de Tuluá – Año 2006, Capitulo 
7. 
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Y para en la actualidad, el panorama no es distinto, más bien es un poco peor. 

 

Empresas como Transportes Tobar Ltda. “Transtobar” y Transportes Montebello 

S.A. (Antes Transportes Salónica) en Tuluá prestan un servicio que cumple una 

función social significativa en el contexto actual de estas ciudades.  

 

La posibilidad de generar procesos de desarrollo económico e integración social 

que propicien el goce efectivo de las garantías constitucionales, reposa, en gran 

medida, en el éxito de los sistemas de transporte público. Toda empresa que 

preste el servicio público de transporte juega un papel determinante en los 

habitantes de una ciudad, su responsabilidad social debe llevarla a estar del lado 

de los usuarios. 

 

El Estado es quien autoriza la constitución de las empresas de transporte y 

reglamenta su funcionamiento y operación.  Si es de rango urbano, la facultad de 

autorizarle rutas de trazado municipal es del Municipio, si es de rango 

intermunicipal, es directamente el Ministerio de Transporte a través de las 

direcciones de transporte y de las direcciones territoriales del mismo. 

 

El Articulo 983 del Código de Comercio define que es el Estado quien determine 

las características de las empresas de servicio de transporte público y 

reglamentará las condiciones para su creación y funcionamiento; y así mismo, 

evaluará y aprobará sus reglamentos. Estas empresas podrán prestar el servicio 

con vehículos de terceros, pero afiliados a través o mediante un contrato de 

afiliación o vinculación (Las empresas se convierten en afiliadoras, no en 

operadoras, comienzo o inicio de los problemas del servicio público colectivo 

urbano de pasajeros en Colombia). En el caso de los Municipios, éstos, a través 

de sus secretarías de tránsito y transporte o de movilidad, como quieran llamarse, 

por medio de un acto administrativo, otorgan habilitación para el uso de las rutas 

municipales, en unos horarios y frecuencias establecidas y con una cantidad 
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mínima y máxima de vehículos, denominada “capacidad transportadora”, y deben 

vigilar que estas condiciones sean cumplidas por las empresas que prestan este 

servicio. 

 

Pero también es el Estado quien establece una estructura de precios para el 

servicio del transporte, y según su rango de acción, se autorizan alzas o ajustes 

en la misma. El valor del pasaje para el transporte público colectivo está 

reglamentado por el Ministerio del Transporte mediante resolución 4350 de 1998, 

la cual fija una tarifa operativa (TO), que es igual a los costos fijos (CF), más los 

costos operativos (CO), más los costos de capital (CK), dividido por el número de 

pasajeros. Operación que de acuerdo a algunos analistas, como se explica en el 

presente trabajo, incentiva la ineficiencia en la operación del sistema, porque los 

costos de operación siempre serán asumidos por los usuarios.   

 

El control al beneficio y el rendimiento razonable se determina por el método del 

cálculo de los costos y un retorno por la inversión. 

 

¿Y cómo se controla que el ajuste de tarifas sea razonable y beneficioso para las 

empresas de transporte público?  Mencionemos entonces el Método del Cálculo 

de los Costos y un retorno de la inversión en los términos de Richardo Posner, 

elcual consiste:  

 

“En que la industria regulada calcula todos los costos totales en que ha 

incurrido en un año para prestar el servicio regulado, menos todos los 

costos de capital incluidos los intereses a largo plazo al costo del 

servicio le añade un rendimiento razonable del capital invertido. Este 

componente de rendimiento o tasa razonable se determina 

multiplicando la tasa base de la industria por la tasa de rendimiento 

razonable. El rendimiento razonable de la industria es el promedio 

ponderado de la tasa de interés a largo plazo y la tasa de rendimiento 
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de acciones que el organismo considera apropiado de acuerdo con el 

riesgo de la inversión y la tasa de rendimiento disfrutada por los 

accionistas en industrias comparables. El componente del rendimiento 

sumado al costo del servicio establece los requerimientos de la 

industria. La industria somete a consideración el organismo regulador 

las tarifas diseñadas para generar justamente esa cantidad de ingreso, 

bajo el supuesto de que la cantidad demandada del servicio de la 

industria será la misma que la del año del período de prueba. Una vez 

aprobadas estas tarifas, serán las mínimas así, como las máximas”2 

 

Como lo menciona el documento Conpes 3260, “política nacional de transporte 

urbano y masivo, de diciembre 15 del 2003”: “Las tendencias demográficas 

mundiales ponen de manifiesto una fuerte concentración de la población en los 

centros urbanos. A nivel mundial, cerca del 50% de la población reside 

actualmente en ciudades. En América Latina, ese porcentaje asciende al 76%, 

mientras que en Colombia es del 75%. Esta tendencia es el resultado de procesos 

migratorios, que resultan de cambios en la economía, de la concentración de las 

inversiones públicas, y de numerosos aspectos políticos, sociales y culturales. 

 

En los países en desarrollo las grandes ciudades han crecido en tamaño y 

cantidad en estos, países ya hay 12 de más de 10 millones de habitantes. 

Adicionalmente, las ciudades intermedias también han crecido significativamente - 

la población en aquellas con cerca de 250.000 habitantes se duplicó durante los 

últimos 25 años. En las próximas décadas se espera que todo el crecimiento 

demográfico se concentre en las ciudades” 

 

Colombia no ha sido la excepción y las circunstancias de orden público que 

experimenta nuestro país ha hecho que se haya presentado una explosión 

                                                           
2 POSNER, Richart. El análisis económico del derecho, 2a. ed. Editorial, Fondo de Cultura Económica, México 
2007.pp. 556-589. 
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demográfica sin precedentes.  Ciudades como Tuluá han sido epicentro del 

desplazamiento de cientos de familias que partieron desde el campo, en búsqueda 

de mejores oportunidades o de simplemente resguardasen de la implacable 

violencia que azotaba los campos. 3 

 

En este tipo de municipios pequeños, el Estado no previó estrategias para hacer 

frente a las necesidades básicas de esta creciente población, en temas como 

servicios públicos básicos y claros, en temas de servicios de transporte, en 

especial, enel servicio de transporte colectivo urbano de pasajeros. 

 

El crecimiento de las ciudades, la motorización y la expansión del área urbana le 

generan crecientes desafíos al sistema de transporte, al punto que las soluciones 

que adopten las ciudades al respecto pueden condicionar su competitividad futura 

en un sistema económico creciente.   

 

El modelo de transporte colectivo urbano de pasajeros que existe fue 

implementado hace más de 40 años, para las necesidades de la época,  en las 

condiciones de la misma; pero desde entonces no ha cambiado y por el contrario 

ha desmejorado, ha sido rígido y para nada dinámico, dejando la operación del 

mismo prácticamente en las manos de los conductores, quienes previa 

cancelación de la respectiva cuota parte de administración (cada salida a dar un 

recorrido de ruta) a las empresas  que solo fungen como afiliadoras,  son los que 

recaudan los recursos directamente del usuario, son quienes hacen el recorrido de 

la ruta (que en muchas ocasiones no cumplen) y en cabeza de quienes está 

prácticamente  toda  la operación,  con  los problemas  de logística, 

mantenimiento, flujo de efectivo, evasión de aportes al fondo de reposición, mala 

calidad del servicio, entre otros.  

                                                           
3REPÚBLICA DE COLOMBIA. CODHES. Consultoría para el Desplazamiento Forzado y los Derechos 
Humanos Unicef, Oficina de Área para Colombia y Venezuela. “Un país que huye “Volumen 2” 
DESPLAZAMIENTO Y VIOLENCIA EN UNA NACIÓN FRAGMENTADA”. Santafé de Bogotá, D.C., Colombia - 
Marzo del 2003. 
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Es aquí en donde el Estado (Llámese administración municipal de Tuluá), a través 

de sus autoridades respectivas, aquellas contempladas por el Articulo 3 de la Ley 

769 del 2002 para el Tránsito (Particular) y por el Articulo 10 del Decreto 170 del 

2001 Mintransporte para el caso del transporte (Público), han  tenido serias 

omisiones a la hora de ejercer control sobre las habilitaciones otorgadas para esta 

modalidad del transporte,  siendo permisivos ante la problemática generada por el 

fracaso,  ineficiencia e inoperancia del modelo afiliador del transporte público 

colectivo de  pasajeros, sin cumplir sus obligaciones contempladas en la 

jurisprudencia correspondiente, además de no presentar alternativas de solución a 

la misma, como la estructuración de sistemas estratégicos de transporte público 

colectivo de pasajeros, con un modelo enfocado a la operación y no a la afiliación. 

 

En la siguiente tabla se puede ver la población proyectada para Tuluá, para los 

años 2012 a 2016.  

 

Tabla 1. Población proyectada para Tuluá, años 2012 a 2016 

AÑO 
CANTIDAD DE 
HABITANTES 

DIFERENCIA 
TASA DE 

CRECIMIENTO 
ANUAL 

2012 204.138 2.450 1,2 

2013 206.610 2.472 1,2 

2014 209.086 2.476 1,18 

2015 211.581 2.495 1,18 

2016 214.095 2.514 1,17 

Fuente: DANE 

 

Según el anuario estadístico de Tuluá, en la ciudad para el año 2014 solo 

funcionaron 25 busetas para el servicio público colectivo urbano de pasajeros para 

la empresa Montebello, (Para el año 2010 contaba con más de 30 vehículos 

afiliados), yen mismo se informa sobre una frecuencia de entre 8 a 10 minutos, 

cuando en la práctica es mucho mayor. En el caso de la otra empresa prestadora 

en Tuluá,  Transportes Tobar  se indica que prestó para el año 2014 el servicio 
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con 50 busetas,  teniendo una base total de vehículos según plan de movilidad 

año 2010 de 104 vehículos,  o sea,  presta el mismo con menos del 50% de su 

parque automotor inventariado al 2011.   La realidad  nos  muestra  que  esta  

empresa  no  presta el servicio efectivamente con esa cantidad de unidades,  y 

que su situación es  igualmente preocupante,  pues su número efectivo de 

unidades rodantes es muchísimo menos que lo reportado a la secretaría de 

movilidad de Tuluá. 

 

Se debe tener en cuenta que una frecuencia de vehículos como está definida de 

10 minutos es aceptable para la ciudad, pero no es real, en la práctica con el 

escaso número de unidades rodantes por cada empresa, es imposible servir las 

quince (15) rutasautorizadas (8 Transtobar y 7 Montebello) originando tiempo de 

espera entre 15 y más de 30 minutos (en muchos casos 45 y en otros ni siquiera 

pasa el bus). 

 

En Tuluá, de acuerdo al plan de movilidad año 2010, cerca del 20.96% de los 
viajes se hacen en buseta de servicio púbico, como podemos apreciar en la 
siguiente gráfica: 
 

Gráfica 1. Movilidad 2010 

 
Fuente: Plan Maestro de Movilidad Tuluá 2010, Matriz Origen – Destino. 
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En la actualidad se tienen 15 rutas urbanas operadas por dos empresas: 

Montebello y Transtobar con una longitud promedio de 16.5 km. 

 

Figura 1. Rutas de movilidad 

 
Fuente: Plan Maestro de Movilidad Tuluá 2010. 

 

Donde se puede observar que hay un sobre trazado de las rutas una encima de la 

otra, conllevando a saturación de vías, a trazados ineficientes de rutas, a la 

posibilidad de fenómenos de competencia indebida como guerra del centavo, 

abandono de rutas y explotación no autorizada de rutas (rutas no asignadas), 

entre otros.    

 

La administración de Tuluá Valle no ha sido eficiente con su deber de hacer 

cumplir con las responsabilidades y deberes de las habilitaciones otorgadas para 

estas rutas y por el contrario, no ha exigido el cumplimiento de las obligaciones a 

estas empresas afiliadoras. 

 

El actual sistema de transporte público colectivo de pasajeros en Tuluá carece de 

planificación, generando congestión vehículos en puntos críticos y ocupación del 
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espacio público, en el centro de la ciudad y falta de rutas y prestación del servicio 

en otras 

 

O sea, podemos describir que aun cuando la ciudad manifiesta crecimiento 

demográfico constante, la Administración ha omitido su obligación de vigilar la 

oportuna y eficiente prestación del servicio urbano de pasajeros colectivo por las 

empresas correspondientes, yestas con el pasar de los años, se han convertido en 

obsoletas e insuficientes a la hora de prestar el servicio público de transporte 

colectivo de pasajeros con calidad, eficiencia y oportunidad. 

 

Se pretende ilustrar que el Estado Colombiano (Llámese municipio de Tuluá) tiene 

una responsabilidad Jurídica en su papel de vigilar y regular el transporte público, 

en la cual no ha sido eficiente y por el contrario, ha sucumbido a los intereses 

particulares de las empresas transportadoras, como lo menciona la tesis de la 

captura al regulador por los intereses de la industria regulada, sustentada por la 

escuela de la elección pública.4 

 

¿Pero a qué tipo de responsabilidad nos referimos en concreto?, Según   Agustín 

Gordillo, ensu teoría general del derecho administrativo5, existen dos tipos de 

responsabilidad estatal, una contractual y otra extracontractual y de esta última 

tres líneas, como lo son: legislativa, Judicial y Administrativa.  Para el caso 

especial de Tuluá (Que encaja a la perfección en las demás ciudades intermedias 

del país que presentan esta problemática) podemos asegurar,  que la 

responsabilidad del Estado, llamado municipio de Tuluá,  por la falla en la 

prestación del servicio de transporte público urbano colectivo de pasajeros, es de 
                                                           
4 KNUT, Wicksell.La Teoría de la Elección u Opción Pública (Public choice theory), trata de utilizar la 
economía para estudiar problemas típicos de ciencias políticas. Dentro de las ciencias políticas, es 
considerada parte de la elección pública positiva, la cual estudia las decisiones colectivas o públicas de los 
agentes políticos, y pretende desarrollar un marco institucional que aminore el poder político frente a la 
sociedad civil.  Knut Wicksell (1896) es considerado uno de los precursores de la teoría de la elección pública. 
5GORDILLO, Agustín Alberto, Tratado de derecho administrativo y obras selectas: teoría general del derecho 
administrativo. - 1a ed. - Buenos Aires: Fundación de Derecho Administrativo, 2013. v. 8, 578 p.; 23x16 cm. 
ISBN 978-950-9502-51-2 1. Derecho Administrativo. I. Título. CDD 342. 
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carácter Administrativo,  dado a que el problema o daño se deriva de una 

conducta negligente o culposa; y en efecto,  el abandono de su obligación de 

vigilar y controlar que se prestara correctamente el servicio público colectivo de 

pasajeros en la ciudad, derivó a que el mismo prácticamente desapareciera. 

 

 

2.2. FORMULACIÓN DEL PROBLEMA. 

 

¿Cómo ha cumplido el Municipio de Tuluá sus responsabilidades para garantizar 

la movilidad, en la prestación del servicio de transporte urbano colectivo de 

pasajeros en Tuluá para el año 2016? 

 

 

2.3. SISTEMATIZACIÓN DEL PROBLEMA. 

 

• Identificar de qué manera ha omitido el municipiode Tuluá su 

responsabilidad de ejercer control sobre las habilitaciones otorgadas a las 

empresas de transporte público urbano colectivo de pasajeros en Tuluá. 

 

• Identificar cual ha sido la problemática generada por la omisión (u 

omisiones) incurrida por parte del municipio de Tuluá a la hora de ejercer 

control sobre las habilitaciones otorgadas a las empresas de transporte 

público urbano colectivo de pasajeros en este municipio. 

 

• Identificar que fenómenos afectan al transporte legalmente establecido, y se 

han derivado por la falta de control y autoridad sobre las habilitaciones 

mencionadas con anterioridad. 
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• Identificar la problemática generada al transporte y la movilidad, la 

operación actual de las actuales empresas de transporte público urbano 

colectivo de pasajeros, en las condiciones actuales en que operan. 

 

• Identificar qué alternativas se han formulado al respecto por parte de las 

autoridades competentes en Tuluá. 

 

• Identificar por que las mismas no han dado los resultados esperados, en el 

caso de que hayan sido implementadas. 
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3. OBJETIVOS DE LA INVESTIGACIÓN. 

 

 

3.1. OBJETIVO GENERAL. 

 

Analizar el incumplimiento del Estado respecto de su responsabilidad de 

garantizar la movilidad, caso: la prestación del servicio público de transporte 

urbano colectivo en Tuluá para el año 2016. 

 

 

3.2. OBJETIVOS ESPECÍFICOS. 

 

• Identificar las limitantes de las regulaciones por parte del municipio de 

Tuluá en la prestación del servicio público colectivo urbano de pasajeros.  

 

• Examinar las directrices de las autoridades gubernamentales para afrontar 

las limitantes en pro de solucionar la problemática presentada. 

 

• Establecer la eficacia de las directrices adoptadas por la administración 

municipal de Tuluá para el mejoramiento en la prestación del servicio 

público colectivo urbano de pasajeros. 
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4. JUSTIFICACIÓN. 

 

El presente trabajo es muy importante   como  documento de estudio y consulta, 

tanto para la sociedad Centro Vallecaucana como  para las administraciones de 

turno,  con el ánimo de que tomen las decisiones  correctas y correspondientes a 

fin de mitigar la problemática que en ella se detalle, para concientizar a las 

autoridades de su obligación de ofrecer a la comunidad una alternativa de 

transporte público colectivo de pasajeros, competitiva y mayor cobertura y 

frecuencia,  con lo que se obtendría una mejor calidad de vida para sus usuarios y 

una mejor imagen de ciudad. 

 

De  igual manera es relevante para que las autoridades competentes del municipio 

de Tuluá ejerzan control sobre la prestación del servicio de transporte público 

colectivo urbano, en cuanto a frecuencias, sobrecupos, velocidades de operación,  

respeto de las normas de tránsito, uso de las paradas, cumplimiento de los 

recorridos y los horarios establecidos,capacidad transportadora mínima y 

mantenimiento de los vehículos y todo lo que la operación del servicio urbano 

colectivo de pasajeros requiere. 

 

Una vez que el municipio de Tuluá tenga claridad sobre su responsabilidad en la 

prestación del servicio público de transporte colectivo de pasajeros urbano, pueda 

diseñar alternativas a esta problemática, como puede ser la implementación de  un 

sistema  integrado de transporte público colectivo – SITPC basado en buses, que 

descongestione las vías y proporcione a los habitantes del municipio un mejor y 

más moderno servicio de transporte, buscando a su vez promover la movilización 

no motorizada y reducir el uso del vehículo particular, entre otros. 
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5. MARCO REFERENCIAL. 

 

5.1. MARCO TEÓRICO. 

 

Debemos tener en cuenta enunciados y teorías existentes sobre la 

responsabilidad del estado, en qué consisten, con el propósito fundamental de 

desarrollar el eje principal del presente proyecto. 

 

 Y es que sobre el tema existen diversas teorías, enunciados y autores, como por 

ejemplo Michel Paillet, quien en su libro “La responsabilidad administrativa” 

excluye que un acto administrativo legal sea culposo, pero el omitir las 

obligaciones legales que el deriva no excluye al sujeto de comprometer su 

responsabilidad en derecho, ni al estado; o lo que el autor Argentino Pablo 

Perrino,  mencionando por ejemplo del Código Civil Argentino, que en su Artículo 

1074  regula la responsabilidad por omisión y otra, la jurisprudencia de la Corte 

Suprema de Justicia de la Nación, en particular a partir del año 2007, que postula 

los supuestos de inacción estatal ilegítima dañosa dentro de la figura de la falta de 

servicio, cuyo fundamento normativo se encuentra en el artículo 1112 del Código 

Civil de Argentina, el cual contempla la responsabilidad por "los hechos y las 

omisiones de los funcionarios públicos en el ejercicio de sus funciones, por no 

cumplir sino de una manera irregular las obligaciones legales que les están 

impuestas"6. 

 

Una buena base al respecto le postula el autor Agustín Alberto Gordillo en su obra 

“Teoría General del Derecho Administrativo” y específicamente en su capítulo XVI 

“Responsabilidad del Estado”, en donde hace una clara descripción de las 

responsabilidades del Estado por hechos administrativos o sus omisiones. Y 

plantea un problema desde el punto de vista del Código Civil, puesto que en el 

                                                           
6PERRINO, Pablo Esteban, La responsabilidad del Estado por la omisión del ejercicio de sus funciones de 
vigilancia.  LA LEY 24/08/2011, 24/08/2011, 1. Buenos Aires Argentina. 
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mismo se requiere que exista un daño originado por una conducta culposa o de 

negligencia, para que se pueda presentar responsabilidad; y para muchos autores, 

el Estado no es culpable pues quienes actúan son personas físicas, pero el autor 

sostiene la teoría contraria,  puesto que el Estado puede actuar de manera 

culposa o negligente a través de sus órganos que a la vez son actuados por 

personas físicas, (Funcionarios). 

 

¿Y qué daño podemos considerar que se le causa a la ciudadanía por la omisión 

del Municipio de Tuluá (Estado) de ejercer sus obligaciones de regulación y 

verificación de la prestación del servicio público urbano colectivo de pasajeros en 

la ciudad? Podemos considerarlo como un daño antijurídico, puesto que, como lo 

explica Javier Tamayo Jaramillo: “el daño antijurídico es aquel que el Estado, en el 

ejercicio de su soberanía y de sus funciones, no tiene derecho a causar”.   

 

En los términos del Honorable Consejo de Estado, el daño antijurídico tiene el 

siguiente alcance:  

 

“El artículo 90 constitucional dispone que el Estado responderá patrimonialmente 

por los daños antijurídicos que le sean imputables, causados por la acción o la 

omisión de las autoridades públicas. Esta responsabilidad del Estado se hace 

patente cuando se configura un daño, el cual deriva su calificación de antijurídico 

atendiendo a que el sujeto que lo sufre no tiene el deber jurídico de soportar el 

perjuicio, tal como ha sido definido por la jurisprudencia de esta Corporación. Los 

elementos que sirven de fundamento a la responsabilidad son esencialmente el 

daño antijurídico y su imputación a la administración”7. 

  

Pero una compilación un poco más profunda y completa sobre la responsabilidad 

del estado en materia de su omisión a la hora realizar efectiva verificación y 
                                                           
7 REPUBLICA DE COLOMBIA, CONSEJO DE ESTADO, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección 
Tercera, Subsección C, Consejera Ponente: Olga Mélida Valle De De La Hoz, Sentencia del diecinueve (19) 
de octubre de dos mil once (2011), Radicación número: 25000-23-26-000-1997-04845-01(21908), Actor: ANA 
OLIVA CORREDOR DE ZABALA Y OTROS. 
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cumplimiento de las habilitaciones dadas a las empresas de transporte colectivo 

urbano de pasajeros la hace el autor Wilmer Yesid Leguizamón Arias en su 

monografía de grado titulada: “La Responsabilidad del Estado por fallas en la 

Regulación del Transporte Público Colectivo de Pasajeros de Radio Urbano”8. En 

donde explica las fallas que tiene el Estado en su actividad reguladora del 

transporte público y hace referencia sobre la responsabilidad derivada de la 

omisión de los actos administrativos que regulan la materia. 

 

 

5.2. MARCO NORMATIVO. 

 

En desarrollo de lo dispuesto por el artículo 24 de la Constitución Política, todo 

Colombiano tiene derecho a circular libremente por el territorio nacional, pero está 

sujeto a la intervención y reglamentación de las autoridades para garantía de la 

seguridad y comodidad de los habitantes, especialmente de los peatones y de los 

discapacitados físicos y mentales, para la preservación de un ambiente sano y la 

protección del uso común del espacio público, sin embargo, se presentan 

problemas y deficiencias en la prestación del servicio público colectivo urbano de 

pasajeros en muchas ciudades intermedias con población menor de 250.000 

habitantes, como es el caso del Municipio de Tuluá. 

 

La Sentencia C-439 del 2011, Corte Constitucional, establece que el servicio 

público de transporte lleva implícito el derecho de libre locomoción, que en su 

tenor pregona: “A partir del Artículo 24 Superior todo colombiano, con las 

limitaciones que establezca la ley, tiene derecho a circular libremente por todo el 

territorio nacional, de forma que con fundamento en el mismo la ley define el 

servicio público de transporte como “… Una industria encaminada a garantizar la 

movilización de personas o cosas por medio de vehículos apropiados a cada una 

                                                           
8LEGUIZAMÓN ARIAS, Wilmer Yesid. “La Responsabilidad del Estado por fallas en la Regulación del 
Transporte Público Colectivo de Pasajeros de Radio Urbano”.  Universidad Nacional de Colombia, Tunja 2013. 
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de las infraestructuras del sector (aéreo, marítimo, fluvial, férreo, masivo y 

terrestre), en condiciones de libertad de acceso, calidad y seguridad de los 

usuarios sujetos a una contraprestación económica…”. En consecuencia, el 

servicio público de transporte lleva implícito el derecho de libre locomoción y por 

tanto de libre acceso, lo cual  implica: (i) que el usuario pueda transportarse a 

través del medio y modo que escoja en condiciones de comodidad, calidad y 

seguridad, (ii) que los usuarios sean informados sobre los medios y modos de 

transporte que le son ofrecidos y las formas de su utilización, (iii) que las 

autoridades competentes diseñen y ejecuten políticas dirigidas a fomentar el uso 

de los medios de transporte, racionalizando los equipos apropiados de acuerdo 

con la demanda y propendiendo por el uso de medios de transporte masivo, (iv)  

que el diseño de la infraestructura de transporte, así como la provisión de los 

servicios de transporte público de pasajeros, supongan que las autoridades 

competentes promuevan el establecimiento de las condiciones para su uso por los 

discapacitados físicos, sensoriales y psíquicos.” 

 

La Sentencia T202 del 2013, Corte Constitucional explica el derecho a la libre 

circulación en los siguientes términos: El derecho a la circulación y residencia es 

una de las libertades fundamentales que se ejerce en distintas dimensiones. Por 

una parte, está dirigida a garantizar la posibilidad que tiene toda persona de 

transitar libremente por los lugares que desee, bien sea dentro de su país o en 

donde es visitante, con algunas limitaciones legítimas; por otra parte, se define 

como la libertad que tiene toda persona de decidir su lugar de residencia; y 

finalmente, se puede traducir en la libertad de cada individuo de salir de cualquier 

país, incluso del propio, y de regresar cuando así lo considere, sometiéndose a 

ciertas restricciones legítimas como el porte de visa, etc.  

 

Es tan fundamental el derecho a la libre movilidad, que su papel es determinante 

en el desarrollo económico de todos los sectores que componen la sociedad, 

representando uno de los elementos necesarios para poder acceder a los demás 
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servicios, bienes y derechos que ofrece una ciudad. El servicio público de 

pasajeros colectivo urbano tiene características que lo hacen un servicio esencial 

para la libertad de movilidad, como en efecto lo ha manifestado la Corte 

Constitucional Colombiana. Por ejemplo, en la sentencia T-604 de 1992 y 

posteriormente la sentencia T-150 de 1995, se estipuló la sub regla de la libertad 

de locomoción como presupuesto de otros derechos. Al respecto, en la 

providencia T-604 de 1992 se aseveró que "los derechos al trabajo, al estudio, a la 

libre circulación, a la recreación y al libre desarrollo de la personalidad resultan 

amenazados como consecuencia de la prestación discontinua e irregular del 

servicio de transporte (…)" en una zona marginal de una ciudad. En la sentencia, 

además de señalar la importancia que tiene para el orden constitucional vigente el 

servicio público de transporte, la Sala de Revisión indicó la importancia económica 

y social de este en los siguientes términos: “El fenómeno de la ciudad, su tamaño 

y distribución, hace del transporte público urbano un medio indispensable para 

ciertos estratos de la sociedad, en particular aquellos que viven en las zonas 

marginales y carecen de otra forma de movilización. De la capacidad efectiva de 

superar distancias puede depender la estabilidad del trabajo, el acceso y la 

permanencia en el sistema educativo, el ejercicio de la iniciativa privada y, en 

general, el libre desarrollo de la personalidad”. Por su parte, en sentencia T-150 de 

1995 (M.P. Alejandro Martínez Caballero) la Sala de Revisión consideró lo 

siguiente: "El legítimo ejercicio del derecho a la circulación se constituye en un 

presupuesto para el ejercicio de otros derechos constitucionales, cuyo desarrollo 

supone el reconocimiento a un derecho de movimiento que garantiza la 

independencia física del individuo." En igual sentido, la sentencia T-595 de 2002, 

concluye: “Primero, la libertad de locomoción es de capital importancia por cuanto 

es una condición para el goce efectivo de otros derechos fundamentales. 

Segundo, esta libertad se afecta no solo cuando por acciones positivas 

directamente se obstruye la circulación de los ciudadanos, sino también se ve 

limitado cuando se genera ese efecto indirectamente o por omisión en la remoción 

de barreras o en la creación de una infraestructura adecuada para la circulación. 
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Tercero, el servicio de transporte público es indispensable para el ejercicio de la 

libertad de locomoción, y  de los demás derechos constitucionales que dependen 

de la  posibilidad de movilizarse,  en especial para  aquellos sectores marginados 

de la población urbana que carecen de otra alternativa de transporte. Cuarto, el 

servicio básico de transporte debe ser accesible para todos los usuarios”.  

 

Ley 336 de 1996 en su Artículo 1º menciona: “La presente ley tiene por objeto 

unificar los principios y los criterios que servirán de fundamento para la regulación 

y reglamentación del Transporte Público Aéreo, Marítimo, Fluvial, Férreo, Masivo, 

Terrestre y su operación en el Territorio Nacional, de conformidad con la Ley 105 

de 1993, y con las normas que la modifiquen o sustituyan”. 

 

El Consejo de Estado, en su Sentencia C-981 del 2010, menciona las 

características que se predican del servicio público de transporte:    

 

“El Consejo de Estado sintetizó así las características” i) Su objeto consiste en 

movilizar personas o cosas de un lugar a otro, a cambio a una contraprestación 

pactada normalmente en dinero. ii) Cumple la función de satisfacer las 

necesidades de transporte de la comunidad, mediante el ofrecimiento público en el 

contexto de la libre competencia;  iii) El carácter de servicio público esencial 

implica la prevalencia del interés público sobre el interés particular, especialmente 

en relación con la garantía de su prestación  - la cual debe ser óptima, eficiente, 

continua e ininterrumpida -, y la seguridad de los usuarios  - que constituye 

prioridad esencial en la actividad del sector y del sistema de transporte ( ley 

336/96, art. 2°). iv) Constituye una actividad económica sujeta a un alto grado de 

intervención del Estado; v) El servicio público se presta a través de empresas 

organizadas para ese fin y habilitadas por el Estado. vi) Todas las empresas 

operadoras deben contar con una capacidad transportadora específica, autorizada 

para la prestación del servicio, ya sea con vehículos propios o de terceros, para lo 

cual la ley difiere al reglamento la determinación de la forma de vinculación de los 
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equipos a las empresas (Ley 336/96, art. 22); vii) Su prestación solo puede  

hacerse con equipos matriculados o registrados para dicho servicio; viii) Implica 

necesariamente la celebración de un contrato de transporte entre la empresa y el 

usuario. ix) Cuando los equipos de transporte no son de propiedad de la empresa, 

deben incorporarse a su parque automotor, a través de una forma contractual 

válida.” 

 

La Corte Constitucional, según Sentencia T595 del 2002 menciona: “En el 

contexto urbano el servicio de transporte público es un medio indispensable para 

poder ejercer la libertad de locomoción. Las características de las ciudades 

medianas —su tamaño y distribución— hacen del transporte público urbano un 

medio indispensable para ciertos estratos de la sociedad, en particular aquellos 

que viven en las zonas marginales y carecen de otra forma de movilización. La 

necesidad de trascender la distancia entre los sitios de habitación, trabajo, estudio, 

mercado, etc., en el menor tiempo y costo posibles, coloca al ciudadano carente 

de medios de transporte propios, a merced del Estado o de los particulares que 

prestan este servicio.”  

 

El Estado,  a través de sus autoridades locales y regionales,  como lo establece el 

Artículo 10 del Decreto 1710 del 2001   tienen como obligación verificar y hacer 

seguimiento al cumplimiento de la habilitación de las empresas de Transporte 

Público Colectivo Terrestre Automotor de Pasajeros del radio de acción 

Metropolitano, Distrital y/o Municipal y la prestación por parte de estas, para un 

servicio eficiente, seguro, oportuno y económico, bajo los criterios básicos de 

cumplimiento de los principios rectores del transporte, como el de la libre 

competencia y el de la iniciativa privada, a las cuales solamente se aplicarán las 

restricciones establecidas por la Ley y los Convenios Internacionales. 

 

En cuanto a la garantía por parte del Estado para proteger y garantizar el Derecho 

al Transporte de las personas como tal, es muy poca o incipiente la jurisprudencia 
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especifica aplicada a un derecho que aún no aparece como tal dentro de nuestra 

normatividad, sino que se ampara en el derecho a libre movilidad o locomoción, 

pero no en el que el Estado garantice un transporte digno y eficiente a sus 

ciudadanos.  Es difícil encontrar la norma que obligue al Estado a garantizar la 

pretensión. No existe un estándar que nos permita saber cuándo se está 

cumpliendo y cuando no. 

 

No está en la Constitución y se encuentra apenas esbozada en el ámbito 

internacional de los derechos humanos. La declaración de río sobre el medio 

ambiente y desarrollo (principios 1, 3, 4, 5); El Programa 21 de la ONU (capítulos 

3, 6, 7, 9); el Protocolo de Kioto (Artículo 2, VII, VIII), contemplan entre sus 

objetivos a mediano y largo plazo, la necesidad de implementar un transporte de 

carácter sostenible. 

 

No obstante, encontramos que para el caso de las personas en condición de 

discapacidad, en la Ley Estatutaria 1618 del 2013 se establecen las disposiciones 

para garantizar el pleno ejercicio de los derechos de las mismas; entre ellos, el 

acceso al transporte público. (Art 15).9 

 

En cuanto a la responsabilidad del Estado por fallas en la regulación del transporte 

urbano colectivo de pasajeros debemos tener muy presente que el ámbito de 

operaciones de esta modalidad es municipal y por tanto, esta responsabilidad es 

directa de los Municipios, pero la vigilancia que el Ministerio de Transporte y la 

Superintendencia de Puertos y Transporte ha ejercido sobre los municipios en los 

últimos años  ha obligado a estos últimos a adoptar medidas más puntuales de 

vigilancia y regulación sobre las empresas prestadoras de servicios de transporte 

público. Y todo porque el modelo predominante en municipios de segunda, tercera 

                                                           
9CONGRESO DE COLOMBIA. Ley Estatutaria 1618 de 2013, “Por medio de la cual se establecen las 
disposiciones para garantizar el pleno ejercicio de los derechos de las personas con discapacidad.” Art. 5, 
núm. C. 37 Ibídem. Art. 5, núm. B. 38 Ibídem. Art. 5, núm. A. Art 15. 
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o hasta cuarta categoría que poseen esta modalidad de servicio urbano es la de 

empresa afiliadora, la cual administra las habilitaciones de utilización de rutas 

otorgadas por el Estado (Municipios) y gana o devenga en relación con la cantidad 

de vehículos afiliados que prestan el servicio y no asume los costos de operación, 

pues los mismos están a cargo del propietario o afiliado, a quien le deducen vía 

recaudo diario todos estos conceptos: 

 

• Cuota parte: Que corresponde a la tasa de uso por cada vuelta o recorrido 

que debe realizar el vehículo en el día en cada Ruta asignada a la hora de 

despacharse (Por lo general son entre 5 a 7 salidas al día en municipios 

como Tuluá). 

• Prestaciones Sociales, o como lo llaman algunas de estas empresas 

(R.O.T. Recaudo Operativo de Terceros) Queno es nada más que 

recaudar día a día el valor a pagar por concepto de prestaciones sociales 

y aportes de Ley (Salud, AFP, ARL, Parafiscales). 

• Parqueadero: Pues se les cobra una pequeña cuota por ocupar el 

parqueadero de la empresa utilícenlo o no. 

• Fondo de Reposición: Hace referencia a un aporte diario para cuando se 

cumpla la vida útil del vehículo (Microbús  o buseta) que está estimada en 

20 años, su propietario tenga los recursos necesarios para poder invertir 

en un nuevo equipo rodante ya sea cero kilómetros o de muy poco tiempo 

de uso. 

 

Y es en este último punto en donde la verificación de la regulación del estado ha 

fallado, pues el parque rodante ha cumplido su vida útil o está próxima a cumplirla 

y no se tienen los recursos suficientes para adquirir un nuevo vehículo, haciendo 

que en muchos municipios aún se preste el servicio con vehículos obsoletos o 

muy envejecidos. 
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Entonces, la empresa no asume riesgos mayores en la misma, aun así sean 

solidariamente responsables para con el propietario, pues ya en la actualidad 

adquieren pólizas de responsabilidad civil contractual y extracontractual que 

amparan daños patrimoniales y extra patrimoniales y,  por supuesto,  estas son 

pagadas por los afiliados propietarios para poder prestar el servicio. 

 

El resultado del modelo es la ineficiencia en la prestación del servicio. El 

documento CONPES 3260 de 2003 ya había advertido que este esquema 

empresarial es ineficiente porque promueve la competencia de los operadores en 

las vías recogiendo pasajeros (competencia en el mercado) y no por las rutas que 

prestarían bajo parámetros de calidad y servicio previamente determinados 

(competencia por el mercado). El documento señala también que bajo este 

modelo:  

 

“(…) el conductor no tiene estímulos claros para mejorar la técnica de 

conducción con el fin de minimizar incidentes que ponen en riesgos a 

los pasajeros, si no lo contrario. Según el Fondo de Prevención vial, 

cerca del 40% de los accidentesde tránsito urbanoinvolucran 

vehículosde transporte público”, concluyendo que“la ineficiente 

operación del transporte público genera importantes externalidades 

negativas sobre la calidad de vida y la productividad urbana. Por 

ejemplo, la congestión reduce sensiblemente la productividad de la 

economía urbana; la contaminación ambiental genera efectos nocivos a 

nivel local e incluso global; y los accidentes implican pérdidas de vidas y 

daños a la salud y a la propiedad de las personas.”10 

 

En la próxima figura podemos apreciar cómo funciona el modelo y como el mismo 

fomenta la prestación deficiente del mismo: 
                                                           
10REPUBLICA DE COLOMBIA, CONSEJO NACIONAL DE POLÍTICA ECONÓMICA Y SOCIAL, MIN 
TRANSPORTE Y MINHACIENDA. Documento CONPES 3260 de 2003: Política Nacional de Transporte 
Urbano y Masivo. 
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Figura 2. Estructura empresarial y la guerra del centavo. 

 
Fuente: Elaboración DNP. 

 

Entonces al respecto podemos afirmar el Estado colombiano si ha sido 

responsable por las fallas en la prestación del servicio público urbano colectivo de 

pasajeros, dada a su falencia a la hora de regular el mismo y exigir el 

cumplimiento de las obligaciones por parte de las empresas prestadoras, así como 

de no ofrecer las condiciones mínimas requeridas para que las mismas pudieran 

prestar el servicio en condiciones de calidad, oportunidad, eficiencia y equilibrio 

económico. 

 

Y es entonces, la habilitación otorgada a una empresa de esta modalidad de 

transporte urbano un acto administrativo legal propio del Estado, sobre el cual se 

pueden presentar diversas actuaciones como una acción de reparación directa 

cuando en efecto la acción se interpone con ocasión del rompimiento del principio 

de igualdad ante las cargas públicas, en donde la acción de reparación directa 

resultaría procedente. 
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“Los actos administrativos, como expresión de la voluntad de la 

Administración Pública con la finalidad de producir efectos jurídicos, 

deben basarse en el principio de legalidad, el cual se constituye en un 

deber ser: que las autoridades sometan su actividad al ordenamiento 

jurídico. Pero es posible que en la realidad la administración viole ese 

deber ser, es decir, que no someta su actividad al ordenamiento legal 

sino que, por el contrario, atente contra él. Se habla, en este caso, de 

los actos y actividades ilegales de la administración y aparece, en 

consecuencia, la necesidad de establecer controles para evitar que se 

produzcan esas ilegalidades o para el caso en que ellas lleguen a 

producirse, que no tengan efectos o que, por lo menos, los efectos no 

continúen produciéndose y se indemnicen los daños que pudieron 

producirse11. Cuando ello pasa y quien se encuentre afectado con la 

decisión administrativa alegue la acusación de un perjuicio derivado de 

la ilicitud o ilegalidad de la misma, las acciones procedentes son las 

acciones de nulidad o también llamadas acciones de legalidad o de 

impugnación. Sin embargo, cuando esto no sucede, es decir, no se 

discute la validez del acto administrativo, y solo se alega la acusación 

de perjuicios, la acción procedente es la de reparación directa.”12 

 

La ley 796 de 2002, en su artículo segundo promulga que rige en todo el territorio 

nacional y regula la circulación de los peatones, usuarios, pasajeros, conductores, 

motociclistas, ciclistas, agentes de tránsito, y vehículos por las vías públicas o 

privadas que están abiertas al público, o en las vías privadas, que internamente 

circulen vehículos; así como la actuación y procedimientos de las autoridades de 

tránsito, que además le corresponde al ministerio de transporte como autoridad 

                                                           
11RODRÌGUEZ R. Libardo. “Derecho Administrativo General y Colombiano”. Décimo Tercera Edición. Edit. 
Temis. Bogotá. 2002. 
12REPÚBLICA DE COLOMBIA, CONSEJO DE ESTADO, SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO, 
SECCIÓN TERCERA, Sentencia de 27 de abril de 2006, Exp. No. 16.079, Rad. 19001-23-31-000-1996-
07005-01, Actor: María del Rosario Arias Vallejo, Demandado: Municipio de Popayán, C. P. Ramiro Saavedra 
Becerra. 
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suprema de tránsito definir, orientar, vigilar e inspeccionar la ejecución de la 

política nacional en materia de tránsito. Las autoridades de tránsito promoverán la 

difusión y el conocimiento de las disposiciones contenidas en este código. Los 

principios rectores de este código son: seguridad de los usuarios, calidad, 

oportunidad, cubrimiento, libertad de acceso, plena identificación, libre circulación, 

educación y descentralización. (Subrayado fuera de texto). 

 

5.3. MARCO CONCEPTUAL. 

 

• Afiliación: Es la acción de entrar o pertenecer a una empresa de transporte 

a través de una figura jurídica denominada “contrato de afiliación”. 

• Capacidad Transportadora: Es el número de vehículos requeridos y exigidos 

para la adecuada y racional prestación de los servicios autorizados de transporte. 

• Constitucional: De la constitución de un país o relacionado con esta ley 

fundamental. Que se ajusta a lo establecido en la Constitución vigente. 

• Estado: Comunidad social con una organización política común y un 

territorio y órganos de gobierno propios que es soberana e independiente 

políticamente de otras comunidades. 

• Frecuencia de Despacho: Es el número de veces por unidad de tiempo en 

que se repite la salida de un vehículo en un lapso determinado. 

• Garantía: Seguridad de que una cosa va a suceder o realizarse. Cosa que 

proporciona esa seguridad. 

• Habilitación: Es la autorización a una empresa para prestar el servicio 

solamente en la modalidad de transporte solicitada.   

• Libertad de Locomoción:Es un derecho fundamental en consideración a 

la libertad -inherente a la condición humana-, cuyo sentido más elemental 

radica en la posibilidad de transitar o desplazarse de un lugar a otro dentro 

del territorio del propio país, especialmente si se trata de las vías y los 

espacios públicos.  



38 
 

• Matriz Origen-Destino (Matriz O-D):Es una tabla que ordena en filas y 

columnas el resultado de viajes generados desde un sitio hacia otro sitio. 

Las filas corresponden a los sitios desde donde se genera el viaje (origen), 

mientras que las columnas corresponden a los destinos de viaje. 

• Motorización: Conjunto de los fenómenos, medios e instituciones relativos 

al problema de los transportes, tanto individuales como colectivos. 

• Omisión: La omisión, en derecho, es una conducta que consiste en la 

abstención de una actuación que constituye un deber legal. Cumpliéndose 

los requisitos legales, la omisión puede constituir un delito o una falta. 

• Responsabilidad:Es el conjunto de consecuencias de una acción que 

derivan de una obligación de satisfacer el daño de una perdida causada. 
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6. METODOLOGÍA. 

 

6.1. TIPO DE INVESTIGACIÓN. 

 

La presente investigación es de carácter socio jurídica aplicada, puesto que está 

encaminada o dirigida a que se adopten medidas para efectuar regulación efectiva 

sobre fenómenos socio culturales que son necesarios estudiar más a fondo o 

conocer mejor y con el objeto de que estas medidas sean factibles en todo sentido 

para su aplicación. 

 

6.2. FUENTES DE INVESTIGACIÓN. 

 

Para el desarrollo de esta investigación será determinante el uso de fuentes 

primarias como el trabajo de campo a realizar dentro de diferentes 

administraciones municipales de Tuluá, específicamente en sus secretarías de 

tránsito y transporte municipales, así como la visitas a realizar a las empresas 

afiliadoras que operan las habilitaciones del transporte público colectivo de 

pasajeros urbano como lo son Transportes Tobar y Montebello en Tuluá. 

 

Al mismo tiempo, se tendrán como fuentes primarias, toda la jurisprudencia del 

transporte en Colombia, el documento Conpes que incluya la problemática del 

transporte público colectivo urbano de pasajeros en Colombia y los conceptos 

emitidos por las altas cortes al respecto. 
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7. ESTADO DEL ARTE. 

 

El presente estado de arte aborda una exposición sobre los temas abordados en 

los diferentes textos y artículos sobre la materia y que implican diversas 

modalidades de publicación, aspectos relacionados con diferentes enfoques 

disciplinarios y epistémicos.    

 

a. Miguel Ángel Cerón, Fundación Universidad del Valle.  AE Arquitectos 

Medellín: “Plan maestro de Movilidad Tuluá años 1997 y 

2006”.“Actualización de Plan Maestro de Movilidad.  Tuluá 2010”. 

 

Se trata de los planes de movilidad de Tuluá de los años 1997 y 2006 y de la 

actualización del plan maestro de movilidad de Tuluá del año 2006 a parámetros 

del 2010, en donde se evalúan nuevamente todos los aspectos del servicio de 

transporte urbano colectivo de pasajeros de Tuluá y se propone una estrategia 

para la implementación de un sistema estratégico de transporte urbano de 

pasajeros. 

 

Cantidad de Documentos consultados: 3 

Años de publicación: 1997, 2006, 2010. 

 

b. Tesis Varias (2) sobre responsabilidades e implicaciones económicas 

derivadas de omisiones del estado.  

 

Hace referencia a la responsabilidad civil estatal y la forma en que ellas se 

involucran en un proceso de reparación en donde el demandado es el Estado. 

 

Cantidad de Documentos consultados: 2 

Años de publicación: 2010 y 2011. 
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c. Oscar David Gómez.“Tránsito y Transporte Terrestre en Colombia” 

 

Es un compilado comentado de la normatividad existente en tránsito y transporte 

en Colombia y de sus actualizaciones, acompañado de jurisprudencia de las Altas 

Cortes de Colombia. 

 

Cantidad de Documentos consultados: 1 

Años de publicación: 2011 (Se revisan actualizaciones a la fecha). 

 

d.  Municipio de Tuluá, Departamento Administrativo de Planeación.  

“Anuario Estadístico de Tuluá año 2014”. 

 

Es un documento que condensa toda la información estadística del municipio de 

Tuluá en todos sus aspectos, y también incluye información referente a transporte 

urbano en la ciudad. 

 

Cantidad de Documentos consultados: 1 

Años de publicación: 2014. 

 

a. República de Colombia, Consejo Nacional de Política Económica y Social, 

Departamento de Planeación. “Documento CONPES 3260 de 2003: 

"Política Nacional de Transporte Urbano y Masivo”. 

 

Este documento presenta la política del Gobierno Nacional para impulsar la 

implantación de sistemas integrados de transporte masivo –SITM– en las grandes 

ciudades del país y fortalecer la capacidad institucional para planear y gestionar el 

tráfico y transporte en las demás ciudades, con el propósito de incrementar su 

calidad de vida y productividad, e impulsar procesos integrales de desarrollo 

urbano, dentro de un marco de eficiencia fiscal que promueva nuevos espacios 
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para la participación del sector privado en el desarrollo y operación del transporte 

urbano de pasajeros. 

 

Cantidad de Documentos consultados: 1 

Años de publicación: 2003. 
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8. RECURSOS DISPONIBLES. 

 

8.1. RECURSOS HUMANOS. 

 

Para el desarrollo de la presente investigación se requiere del concurso del 

siguiente recurso Humano: 

 

• Investigador: Quien adelantará la fase de recolección de la información 

requerida y las consultas pertinentes para el desarrollo exitoso de la 

presente investigación.  El investigador hace referencia al estudiante quien 

presenta el proyecto. 

 

• Asesores: Como lo son,  el Docente de la Cátedra  de Investigación Dr. 

Arléx Martínez Artunduaga  y director de Tesis propuesto, Abogados 

especialistas en Tránsito y Transporte como el Dr. Edward Londoño,  

Gerentes de las Empresas Transportadoras a visitar, El Secretario de 

Tránsito de Tuluá,  entre otros. 

 

• Personal de Apoyo: Todo aquel que ofrezca su colaboración para el 

desarrollo de la presente investigación. 

 

 

8.2. RECURSOS FÍSICOS. 

 

• Instalaciones de la Unidad Central del Valle, (Biblioteca, salón de clases, 

sala de sistemas entre otros). 

• Instalaciones de las secretarías de tránsito y transporte del municipio de 

Tuluá. 

• Sedes de las empresas transportadoras. 
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• Estudio particular. 

• Todas aquellas que sean necesarias para el normal desarrollo de la 

presente Investigación. 

 

 

8.3 RECURSOS MATERIALES. 

 

• Equipos: Equipos de Cómputo, de consulta y de telecomunicaciones. 

• Materiales: Fotocopias, material impreso de consulta, elementos de oficina, 

papelería varia, entre otros. 

 

8.4. RECURSOS FINANCIEROS. 

 

Hace referencia a la valoración en dinero de todos los recursos anteriores.   
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9. CAPÍTULO I. 

 

LIMITANTES DE LAS REGULACIONES POR PARTE DEL MUNICIPIO DE 

TULUÁ EN LA PRESTACIÓN DEL SERVICIO PÚBLICO COLECTIVO URBANO 

DE PASAJEROS. 

 

Identifiquemos en este capítulo que problemas o limitantes ha tenido la 

administración municipal de Tuluá a la hora de cumplir con su obligación de 

realizar el seguimiento vigilancia y control al cumplimiento por parte de las 

Empresas prestadoras del servicio de transporte público colectivo urbano  de 

pasajeros en la ciudad;  que de hecho, pueden ser los mismos problemas o 

limitantes que experimenta este servicio a nivel nacional,  tanto en ciudades 

capitales como en ciudades intermedias, lógicamente guardando las proporciones. 

 

Entre las limitantes, situaciones o problemática por parte del Estado y las 

administraciones municipales encontramos: 

 

• Baja capacidad de planeación, ejecución y seguimiento a alternativas de 

mejoramiento del sistema actual de transporte público colectivo urbano de 

pasajeros. 

• Poco o ningún control ejercido para evitar el crecimiento de la informalidad 

en el transporte en el municipio. 

• Descoordinación ente el municipio, entes responsables y actores 

involucrados del sector privado por falta de objetivos y metas claras al 

respecto. 

• Permitir que un modelo obsoleto como es el modelo afiliador (Empresa 

afiliadora y no propietaria de los vehículos u operadora) siguiera operando 

sin ningún tipo de seguimiento, pese a los problemas de operación que año 

tras año se manifestaban. 
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• Disminución de la demanda, por motorización de la población y por la 

apatía a este obsoleto sistema, lo que se tradujo en que los usuarios 

miraran otras alternativas de transporte, como los mototaxis. 

 

Pero también podemos identificar que situaciones adversas se presentaron para 

las empresas de transporte público urbano colectivo de pasajeros en la ciudad de 

Tuluá (Que al igual que el resto del país, presentaron la misma problemática): 

 

• Siguieron adelante con un modelo empresarial obsoleto. 

• Conflictos, desconfianza e incertidumbre por parte de propietarios e 

inversionistas del sector, lo que se tradujo a que muchos de ellos no 

repusieran sus vehículos y por tanto, la capacidad transportadora de las 

empresas se vieran afectadas por disminución.  

• Disminución de la demanda. 

• Poca cobertura y oportunidad por falta de parque rodante. 

• Índices de Accidentalidad vial desfavorables. 

• Falta de apropiación y mucha desmotivación. 

• Baja rentabilidad. 

 

Para los usuarios igual podemos identificar que limitantes o problemática han 

manifestado: 

 

• Insatisfacción por el servicio, ya sea por frecuencias, comodidad, parque 

rodante, etc. 

• Cierto sentimiento de inseguridad que perciben por el estado de los 

vehículos. 

• Motorización de los mismos. (Uso intensivo de la motocicleta). 
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En la siguiente gráfica podemos apreciar de mejor manera la problemática del 

Transporte Público Urbano Colectivo de Pasajeros que se presenta en la inmensa 

parte de ciudades del país. 

 

Gráfica 2.  Problemática del transporte público urbano de pasajeros. 

 

 
 

Fuente: SÁENZ SAAVEDRA, Néstor. Universidad Nacional de Colombia, Facultad de Ingeniería. “Estrategias 

– Perspectivas y Retos para el Sector Transporte en el Marco del Plan de Desarrollo Nacional 2014 – 2018. 

 

Es bueno hacer un recorderis o un paréntesis explicando porque el sistema actual 

de transporte urbano colectivo de pasajeros no funciona, y no funciona no solo en 

Tuluá sino en casi la totalidad del País, empecemos entonces ilustrándolo de la 

siguiente forma: 

 

a. El Transporte urbano colectivo fue alguna vez público, o sea, operado 

por los municipios, pero esa carga se volvió insostenible y por ello la 
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aparición de las empresas privadas a las cuales se les entrego el 

negocio, entonces pasamos de un sistema totalmente público a un 

sistema totalmente privado. Pero en un principio los requisitos para ese 

negocio fueron mínimos para los particulares. 

b. Allí entonces, el Estado y municipios entregaron a las empresas de 

transporte, habilitaciones para explotar unas rutas definidas por los 

primeros, pero estas empresas no tenían la capacidad de operarlas con 

vehículos propios, por ello vendieron esta posibilidad a terceros 

propietarios de los vehículos, a través de un contrato de afiliación. Ojo, 

las empresas explotaban este derecho a estas rutas otorgadas por el 

estado y municipios pero sin entregar nada a cambio, o sea, al Estado y 

municipios estas empresas no cancelaban tasa o impuesto alguno por 

este derecho, y lo peor, no asumía ningún riesgo, pues todo éste, se 

recargaba al conductor y/o al propietario del vehículo. 

 

Anexo a esto, la verificación de la regulación del Estado ha fallado, pues el parque 

rodante ha cumplido su vida útil o está próxima a cumplirla y no se tienen los 

recursos suficientes para adquirir un nuevo vehículo, haciendo que en muchos 

municipios aún se preste el servicio con vehículos obsoletos o muy envejecidos. 

 

Entonces, la empresa no asume riesgos mayores en la misma,  aun así sean 

solidariamente responsables para con el propietario,  pues ya en la actualidad 

adquieren pólizas de responsabilidad civil contractual y extracontractual que 

amparan daños patrimoniales y extra patrimoniales, y por supuesto, estas son 

pagadas por los afiliados propietarios para poder prestar el servicio. 

 

El resultado del modelo es la ineficiencia en la prestación del servicio. El 

documento CONPES 3260 de 200354 ya había advertido que este esquema 

empresarial es ineficiente porque promueve la competencia de los operadores en 

las vías recogiendo pasajeros (competencia en el mercado) y no por las rutas que 
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prestarían bajo parámetros de calidad y servicio previamente determinados 

(competencia por el mercado). El documento señala también que bajo este 

modelo:  

 

“(…) el conductor no tiene estímulos claros para mejorar la técnica de 

conducción con el fin de minimizar incidentes que ponen en riesgos a 

los pasajeros, si no lo contrario.  Según el fondo de prevención vial, 

cerca del 40% de los accidentesde tránsito urbanoinvolucran vehículos   

de   transporte público”, concluyendo que“la ineficiente operación del 

transporte público genera importantes externalidades negativas sobre la 

calidad de vida y la productividad urbana. Por ejemplo, la congestión 

reduce sensiblemente la productividad de la economía urbana; la 

contaminación ambiental genera efectos nocivos a nivel local e incluso 

global; y los accidentes implican pérdidas de vidas y daños a la salud y 

a la propiedad de las personas.”13 

 

¿Y dónde empiezan a aparecer los problemas? A esta situación agreguemos un 

cuarto actor, el ciudadano o usuario, quien no quiere otra cosa que servicio con 

oportunidad y calidad. Y eso no es malo, pero los intereses de cada uno de los 

actores se traducen en lo siguiente: 

 

• Al Estado y municipios les interesa que haya servicio con calidad y 

oportunidad, al igual que a los usuarios. 

• A los propietarios les interesa que existan muchísimos pasajeros, pero no 

muchos más buses. 

                                                           
13REPÚBLICA DE COLOMBIA, CONSEJO NACIONAL DE POLÍTICA ECONÓMICA Y SOCIAL, 
MINTRANSPORTE Y MINHACIENDA. Documento CONPES 3260 de 2003: Política Nacional de Transporte 
Urbano y Masivo. 
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• Pero a las Empresas afiliadoras solo les interesaba tener muchísimos 

buses, pues eso les generaba más ingresos por afiliación y por cobro de 

cuotas partes y otros conceptos. 

• Esto obviamente no atraía al estado y municipios por la sobreoferta, 

polución, daños a la malla vial y problemas de congestión, tampoco a los 

pasajeros por la polución y problemas de congestión y mucho menos a los 

propietarios por los problemas de competencia y congestión. 

 

Pero ¿por qué salieron avantes las empresas de transporte afiliando cada vez más 

buses sin tener presente estas problemáticas? Fácil, porque tenían la capacidad 

financiera para poder manipular los gobiernos de turno para que tomaran 

decisiones a su favor, como lo es incrementando sus capacidades transportadoras 

y con ello los “cupos” de afiliación para poder ingresar más buses a operar, así se 

generaron congestión, competencia y polución.  

 

Tabla 2.  Problemática de la movilidad. 

 
Elaboración propia. 

Fuente: Universidad de los Andes, Facultad de Ingeniería. La historia Triste del Transporte de Bogotá. 
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Esto se convirtió en un círculo vicioso muy complicado y poderoso que 

desencadeno en un aumento del poder político de las empresas afiliadoras y en 

un Estado que olvido su función de proporcionar bienestar a sus ciudadanos, y por 

el contrario, por encima de los intereses de la ciudadanía, termino entregando más 

rutas y más habilitaciones para estas empresas, lo que se traducía en más buses 

circulando, sin ser necesarios. (Lo que se tradujo en sobreoferta, guerra del 

centavo, congestión vehicular, polución, daños en la malla vial y por ende, mala 

prestación del servicio). 

 

La siguiente gráfica explica bien el círculo vicioso del problema del modelo 

ineficiente del Transporte por parte de las Empresas Afiliadoras. 

 

Gráfica 3.  Círculo vicioso problemática modelo afiliador de transporte. 

 
Fuente: Universidad de los Andes, Facultad de Ingeniería. La historia Triste del Transporte de Bogotá. 

 

Entonces, para sacar conclusiones de este capítulo, podemos enumerar las 

siguientes como las falencias más representativas por parte de los Municipios a la 

hora de realizar regulación al transporte público urbano colectivo de pasajeros: 
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1. Después de entregar las habilitaciones a las empresas que prestan este 

servicio en esta modalidad, no se realizaba seguimiento al cumplimiento a 

las mismas por parte del Municipio de Tuluá. (Resolución No. 039 de Junio 

19 de 2000 habilita a Transtobar y Resolución No. 052 de diciembre 02 de 

2002 habilita a TransSalónica). 

2. Se ampliaba la capacidad transportadora de las mismas sin ningún tipo de 

estudio serio que lo soportase, sin conocer a fondo las reales necesidades 

y requerimientos por parte de la ciudad. Solo se limitaba a cumplir con lo 

que para el tema facultaba el decreto 170 del 2001 del ministerio de 

transporte, en su capítulo VI, Articulo 43 y con sólo la petición de las 

Empresas. 

3. El trazado de rutas asignadas no obedece a un estudio de demanda del 

servicio (Identificación de una matriz origen destino que establezca como, 

cuando y hacia donde se moviliza la población). Lo que genero trazados 

con saturación de vehículos por sobre posición de rutas entre empresas. 

4. El Municipio no realizo inversiones en adecuación de malla vial tendiente a 

mejorar los trazados de las rutas. En Tuluá se tiene la problemática de que 

una sola vía comunica el oriente con el occidente y lo es la Calle 25, entre 

la Carrera 40 y la Salida a Riofrío, sobre la Calle 27 a la altura del 

Aeropuerto Farfán. Históricamente no se ha buscado por parte de las 

administraciones una alternativa para descongestionar esta vía.  

5. No ha existido una política seria de control al transporte informal. En Tuluá 

los mototaxistas proliferan y es tal su cantidad que para ellos mismos ya se 

presenta saturación del mercado. Son conocidos los “terminalitos” de 

mototaxis en toda la ciudad y sobretodo alrededor del centro de la misma, 

llegando al descaro y cinismo de hacerse frente a la terminal de transporte 

y en las cercanías de la alcaldía municipal, como quien dice, en las narices 

mismas del Alcalde. 

6. Aun cuando existen estudios para la implementación de un sistema 

estratégico de transporte público urbano colectivo de pasajeros para la 
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ciudad de Tuluá, en donde se pase del modelo afiliador a un modelo 

operador, con gestión de recaudo, las últimas dos Administraciones 

incluyendo la presente, no han tomado cartas en el asunto y por el contrario 

han permitido que las empresas afiliadoras, Transportes Tobar y Montebello 

S.A  sigan operando a pesar de la mínima cantidad de vehículos que 

poseen y que en realidad prestan el servicio. 

 

Y es con respecto al punto anterior en donde se nota con mayor vehemencia la 

responsabilidad del Municipio al permitir de que no se preste un servicio público de 

pasajero colectivo urbano con calidad y oportunidad, pues nunca ha aplicado las 

facultades que tiene para levantar las habilitaciones otorgadas a estás dos 

empresas inoperantes, en donde muy claramente se observan las siguientes 

fallas: 

 

a. Incumplimiento al decreto mintransporteNo. 170 de 2001:  

Incumplimiento de cualquiera de los puntos de que trata el Articulo 15 

“Requisitos”  del decreto min transporte170 del 2001“Por el cual se 

reglamenta el servicio público de transporte terrestre automotor colectivo 

metropolitano, distrital y municipal de pasajeros”, en especial los numerales 

8,  pues ninguna de las empresas presentan claridad sobre los recursos por 

recaudo dirigidos al fondo de reposición de parque rodante y por el 

contrario,  vehículo que sale por vida útil cumplida,  muy difícilmente se 

repone,  por el contrario podemos aseverar que no lo hacen, afectando con 

ello de forma negativa la capacidad transportadora; y el numeral 12,  pues 

al haber menos vehículos rodando efectivamente, menos capital pagado o 

patrimonio líquido en función del número de unidades asignadas a la 

capacidad transportadora máxima se podrá demostrar. 

b. Incumplimiento de la capacidad transportadora mínima: Capacidad 

transportadora por debajo del mínimo permitido, esto quiere decir que no se 

puede operar con menor cantidad de vehículos que los establecidos en la 
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capacidad transportadora mínima; y es preocupante pues el Municipio 

conoce que las Empresas prestadoras de este servicio, Transtobar y 

Montebello S.A. incumplen este punto establecido por el decreto  min 

transporte 170 del 2001 pues aun cuando al departamento administrativo 

de movilidad y seguridad vial de Tuluá (secretaría de tránsito municipal)  

relacionan X cantidad de vehículos para “cumplir” con lo requerido, en la 

realidad y practica muchos de esos vehículos relacionado no están 

operando, ya sea por fallas mecánicas o porque sencillamente sus 

propietarios ya no les es rentable seguirlos operando y prefieren tenerlos 

guardados y, en otros casos, se los han llevado a operar a otras ciudades 

pero sin realizar el respectivo tramite de desvinculación administrativa del 

vehículo.  

c. Abandono de rutas:Abandono de rutas por parte de ambas empresas 

transportadoras, y es muy fácil establecer que en la actualidad si se 

presenta abandono de ruta por parte de Transportes Tobar y Montebello 

s.a., siendo muy delicada esta problemática para el municipio, puesto que 

ha desconocido y sido negligente con respecto a lo que el Articulo 40 del 

mencionado decreto min transporte170 del 2001 “Por el cual se reglamenta 

el servicio público de transporte terrestre automotor colectivo Metropolitano, 

distrital y municipal de pasajeros” establece y obliga; y  que en su tenor 

menciona: 

 

“ARTÍCULO 40.- ABANDONO DE RUTAS. Se considera abandonada una 

ruta cuando se disminuye injustificadamente el servicio autorizado en más 

de un 50% cuando la empresa no inicia su prestación en el término 

señalado en el acto administrativo correspondiente. 

 

Cuando se compruebe que la empresa de transporte abandona una ruta 

adjudicada, durante treinta (30) días consecutivos, la autoridad de 

transporte competente revocará el permiso, reducirá la capacidad 
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transportadora autorizada y procederá a la apertura de la licitación pública 

correspondiente”. 

 

Y es evidente que prestan estas empresas menos del 50% del servicio habilitado y 

en muchas rutas ya ni se aparece un solo bus y ésto, hace ya varios años que se 

presenta;  y el municipio ni ha tomado cartas en el asunto para sancionar ni mucho 

menos para iniciar proceso de licitación pública para asignación a nuevas 

empresas prestadoras. 

 

Adjunto a esto, la administración municipal pudo haber incurrido en omisión de sus 

obligaciones al no revisar al detalle la situación de fusión empresarial entre las 

empresas Transportes Salónica S.A., de radio de acción urbana habilitada por el 

municipio de Tuluá, la cual es absorbida por Transportes Montebello S.A.  

(Transportes Salónica fue liquidada), la cual aun cuando posee habilitación de 

radio municipal en otros municipios, no lo posee para la ciudad de Tuluá, por lo 

cuanto para entrar a operar en la ciudad, como empresa nueva, debe hacerse por 

el mecanismo de adjudicación de rutas previo proceso de licitación pública de 

rutas de transporte de carácter municipal; es decir, en razón a lo anterior, 

Transportes Montebello no podría operar el servicio en la ciudad de Tuluá. 
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10. CAPÍTULO II. 

 

DIRECTRICES DE LAS AUTORIDADES GUBERNAMENTALES PARA 

AFRONTAR LAS LIMITANTES EN PRO DE SOLUCIONAR LA 

PROBLEMÁTICA PRESENTADA. 

 

En este capítulo mencionaremos que directrices han adelantado el Estado y las 

administraciones municipales de Tuluá en los últimos periodos con el fin de ofrecer 

un mejor servicio de transporte público urbano colectivo de pasajeros a la 

ciudadanía y además, que medidas pueden adoptar para avanzar en la 

implementación de una solución viable acorde a las necesidades de la ciudad. 

 

Desde la promulgación de la Ley 105 de 1993 (“por la cual se dictan disposiciones 

básicas sobre el transporte, se redistribuyen competencias y recursos entre la 

nación y las entidades territoriales, se reglamenta la planeación en el sector 

transporte y se dictan otras disposiciones.”), ha sido muy poco lo que el gobierno 

nacional ha realizado en búsqueda de ofrecer soluciones reales y efectivas a la 

problemática que las ciudades del país manifestaban con respecto al transporte 

público colectivo de pasajeros. 

 

Pero, en diciembre 15 de 2003, el gobierno nacional, a través de su departamento 

de planeación, en documento Conpes 3260 se estableció una política para que en 

las grandes ciudades del País se impulsaran Sistemas Integrados de Transporte 

Masivo, teniendo como referente lo realizado por Bogotá con Transmilenio, y 

apoyar a las demás ciudades para que estas gestionen soluciones a sus 

problemas de transporte público. Pero ese inicio se dio en algunas capitales, las 

cuales denominó ciudades amables, las que debían contar para la época con más 

de 250.000 habitantes. Tuluá y otras ciudades como Buga o Palmira, que no 

contaban con esa cantidad de habitantes para el año 2003, no quedaron en la 

política de ciudades amables. 
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En el mismo documento el gobierno nacional hace alusión a un diagnóstico 

realizado al transporte público colectivo en algunas ciudades del país comparadas 

con otras de América latina, sacando las siguientes conclusiones: 

 

• Existe sobreoferta de buses (entre el 30% y el 40%). 

• Se presentan altos tiempos de viaje. 

• Equipo automotor obsoleto. 

• Se presenta superposición de rutas (muchas rutas que pasan por los 

mismos lugares generando congestión). 

 

Diagnostica que el esquema empresarial encontrado es ineficiente pues promueve 

la guerra del centavo y centra los parámetros para cambiar el mismo por un 

esquema operador,  con recaudo de ingresos y participación de los entes 

territoriales en el negocio, pero como lo mencionaba con anterioridad, para 

ciudades intermedias no existían políticas de apoyo e inversión para solucionar 

esta problemática y se dejaba solas a las ciudades intermedias  para que 

remediaran con sus propios medios sus problemas de movilidad y de transporte 

público colectivo. 

 

Entonces en ese sentido, la labor del gobierno nacional se centró en expedir leyes 

y normas represivas y de control al transporte público colectivo, pero que la 

mayoría de los municipios no podían hacer cumplir por no contar con la capacidad 

para ello, y lo peor, cuando se trataba de gestionar soluciones a la misma, las 

limitantes y requisitos que estos programas restringían la participación para 

municipios pequeños. 

 

En el caso de Tuluá,  se tiene conocimiento que el tema empezó a interesar a la 

Administración Municipal de 1997, a cargo del alcalde Aymer Arango Murillo, que 

contrata un estudio con la universidad nacional de Colombia, sede Medellín, la 
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cual arrojo un estudio denominado “Plan Vial de la ciudad de Tuluá 1997-2015”,  

en donde se hace un diagnóstico de la situación del transporte público colectivo y 

se propone reestructuración de rutas, operar con menor cantidad de vehículos y 

mejorar la frecuencia en algunos trazados para así ofrecer un mejor servicio a la 

comunidad,  teniendo en cuenta los estudios de viajes obtenidos por la matriz 

origen destino del mismo.  Los resultados de ese estudio en poco difieren con los 

del Documento Conpes DNP del 2003, pero en ese entonces solo existía una 

empresa de transporte urbano, Transporte Tobar, y como falencia del estudio 

apreciamos que no se recomendaba el cambiar de esquema empresarial (la 

verdad para la época el concepto no era conocido en Colombia) 

 

Para el año 2010,  la administración municipal de Tuluá,  en cabeza de su alcalde,  

ingeniero Rafael Eduardo Palau, inicio los estudios requeridos para identificar una 

solución a la problemática presentada en la ciudad por la prestación deficiente del 

servicio de transporte público urbano colectivo de pasajeros, y es a través de la 

gestión del director del departamento administrativo de movilidad y seguridad vial, 

Andrés Felipe Guzmán, que se inician los estudios para la identificación de una 

alternativa viable para la implementación de un sistema integrado de transporte 

público colectivo – SITPC basado en buses. 

  

El mismo fue desarrollado por la fundación de la universidad del valle y en el 

mismo se actualizó el plan integrado de movilidad urbana PIMU realizado en el 

año 2006 por la firma Alma Mater de Medellín, y que en este último, no se 

planteaba una alternativa de solución a la problemática, solo se limitaba a dar 

unas recomendaciones muy superficiales sobre el estado del servicio a esa época 

(que ya era notoriamente deficiente).  El estudio da los parámetros necesarios 

para que la administración municipal adopte un sistema integrado de transporte 

Público Colectivo – SITPC   basado en buses, que descongestione las vías y 

proporcione a los habitantes del municipio un mejor y más moderno servicio de 
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transporte, buscando a su vez promover la movilización no motorizada y reducir el 

uso del vehículo particular. 

 

En resumidas cuentas, entrelas directrices a implementarse por parte de la 

Administración Municipal de Tuluá, en pro de ofrecer un mejor servicio de 

transporte público urbano colectivo de pasajeros, teniendo en cuenta los 

diagnósticos y estudios realizado en anteriores oportunidades, apreciamos las 

siguientes: 

 

a. Cambiar el Modelo actual de Transporte Público Urbano Colectivo de 

Pasajeros de la ciudad. 

 

Se debe migrar de un modelo netamente afiliador en donde las empresas no son 

las propietarias de los vehículos a un modelo de operación por parte de las 

mismas, en donde sean ellas las propietarias de la flota.  ¿Y por qué?  Pues a 

continuación relacionamos los motivos: 

 

• Al ser la empresa la propietaria de los vehículos, no corre el riesgo de que 

el amo y señor de la operación sea el conductor. 

• El recaudo de los recursos serían manejados por un agente o ente de 

recaudo o por las mismas empresas en un modelo de caja única, 

implementando ayudas tecnológicas de conteo de pasajeros y de 

posicionamiento GPS, con lo que se evitaría la evasión y fraude de 

recursos que en la actualidad se presenta por parte de los conductores y lo 

cual hace inviable el negocio para los propietarios. 

• El conductor debe de tener una forma de compensación diferente a la 

actual, pues la entrega fija de cuota hace que los conductores poco operen 

aquellas rutas que son poco rentables y se precipiten a realizar abandono 

de ruta, así como otras situaciones como la guerra del centavo, invasión de 

rutas de otras empresas, robar los minutos de tiempo de otros compañeros, 
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etc.  Esta compensación recomendada sería por sueldo fijo más una 

bonificación extra por cada pasajero contabilizado.  Es de mucho cuidado 

pues en otras ciudades ha empezado a tener resultado aun cuando al 

principio ha sido un poco difícil,  dado a que muchos conductores se relajan 

por recibir sueldo y poco les interesa el recoger pasajeros.  El ejemplo más 

cercano es el del sistema de transporte unificado de Palmira TUPAL. 

• Al existir caja única de recaudo,  también se adoptaría el despacho 

unificado entre empresas,  racionalizando el parque automotor y 

favoreciendo el servicio de rutas conjuntas,  con una mejor frecuencia de 

despacho y con un mejor control del plan de rodamiento e los vehículos a 

servir. Es decir, aquí ya no estaríamos frente a competencias entre 

empresas y guerras del centavo y abandono de ruta.  Se mejoraría mucho 

la frecuencia. 

• Para la tipología del vehículo no sería necesario el operar con automotores 

cero kilómetros, pues estos son demasiado costosos y en las condiciones 

actuales de operación de la ciudad de Tuluá no serían rentables. Pero si se 

pueden con vehículos de buena vida útil residual, por debajo del 50% de su 

vida, en condiciones óptimas de comodidad, seguridad y operabilidad, 

distinguidos por colores unificados para el servicio.  Como en efecto se 

viene desarrollando el piloto del “Sistema inteligente de transporte de Tuluá 

SI”, pero con más vehículos y en mejor estado, algunos.  

 

b. Reestructuración oficiosa de rutas de servicio urbano de pasajeros. 

 

El trazado actual de las rutas de servicio urbano colectivo de pasajeros no 

obedece a las necesidades de la ciudadanía, sino sencillamente en pasar buses 

en la mayor cantidad de calles posibles, creyendo que con esto se satisface la 

demanda del servicio y no es cierto.   

 



61 
 

¿Entonces qué hacer al respecto?  Se debe establecer con precisión cuáles son 

los puntos de la ciudad que se den unir con el trazado de rutas eficientes.  Con 

ello se establecen las rutas adecuadas y allí mismo se determina la cantidad de 

vehículos requeridos para poder operarlas en las frecuencias determinadas. 

 

Para ello,  la herramienta precisa se llama matriz origen – destino,  en donde se 

identifican datos relevantes sobre la composición de los hogares,  motorización, 

cantidad que personas que trabajan, horas, destino y motivos de los viajes 

realizados así como su frecuencia semanal y las zonas generadoras  y receptoras 

de los mismos. 

 

La administración municipal realizo para el año 2010 un estudio correspondiente, 

el cual estuvo a cargo de la firma centro regional de consultoría y proyección de 

imagen14, y entre los datos más relevantes encontramos: 

 

• La mayor cantidad de personas encuestadas pertenecen al género 

femenino con el 65%. 

• Esta es la composición familiar (Número integrantes): 

 
                                                           
14CENTRO REGIONAL DE CONSULTORÍA Y PROYECCIÓN DE IMAGEN, Encuesta Origen Destino 
Municipio de Tuluá, diciembre de 2010. 
 



62 
 

• Cantidad de personas que trabajan en la casa: 

 

 

• Ponderación de vehículos en los hogares (Motorización) 

 

 

• Tipo de vehículo de mayor frecuencia en la movilización de Tuluá. 
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• Horas pico de la salida a tomar los viajes son 5:10, 7:15, 7:55, 9:00, 9:50 y 

ya luego en la tarde 1:45 y 3:00 pm. 

• El 99.65% de los entrevistados manifiesta movilizarse dentro del casco 

urbano y los corregimientos cercanos de la zona plana, Nariño, Aguaclara, 

Tres Esquinas. 

•  El principal destino de los entrevistados, como resultado de las encuestas 

domiciliarias es el centro con el 53.3%: 
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• El motivo del viaje es el siguiente: 

 

 

Las empresas actuales tienen habilitadas un total de 15 Rutas, 7 para Montebello 

y 8 para Transtobar, como se ve en las siguientes figuras: 

 

Figura 3.  Rutas TransSalónica. 

 

Figura 4.  Rutas Transtobar. 

 
Fuente: CERÓN, Rodrigo. Unión Temporal Rodrigo Cerón – Movilidad Sostenible Ltda. Plan de Movilidad de 

Tuluá – Año 2006. 
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Y con ello podemos ver que no existe planificación alguna sobre el trazado para 

ambas empresas, que se superponen unas con otras y solo cambian es en el 

nombre de la empresa. Y esto conlleva a un grave problema de congestión y 

sobrepoblación en el sector céntrico de la ciudad, que al final, es el destino de 

todas estas rutas, como lo apreciamos en la siguiente figura. 

 

Figura 5.  Rutas en la zona centro de la ciudad. 

 
Fuente: CERÓN, Rodrigo. Unión Temporal Rodrigo Cerón – Movilidad Sostenible Ltda. Plan de Movilidad de 

Tuluá – Año 2006. 

 

La recomendación establecida en los últimos estudios, atendiendo los resultados 

de la matriz origen –destino identificada en el mismo,  es reestructurar el trazado 

de estas rutas,  pasando de monodestino (monocéntricas) a multidestino, con 

rutas radiales que atiendan los principales corredores de la ciudad y rutas 

circulares,  diseñadas para atender la periferia de la ciudad, como lo muestra la 

siguiente figura: 
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Figura 6.  Todas las rutas recomendadas para Tuluá (8). 

 
Fuente: Fundación Universidad del Valle.  

 

Entonces, atendiendo los estudios anteriores y amparado en lo establecido por el 

Decreto 170 de Febrero 5 de 2001, “Por el cual se reglamenta el servicio público 

de transporte terrestre automotor colectivo metropolitano, distrital y municipal de 

pasajeros”, en su artículo 34. Reestructuración del servicio. Que menciona: “La 

autoridad competente podrá en cualquier tiempo, cuando las necesidades de los 

usuarios lo exijan, reestructurar oficiosamente el servicio, el cual se sustentara con 

un estudio técnico en condiciones normales de demanda”, la administración debe 

empezar a operar estas nuevas rutas, con el ánimo de mejorar el servicio de 

transporte público urbano colectivo de pasajeros para la ciudad de Tuluá. Cabe 

mencionar que la reestructuración oficiosa, además de los estudios soportes, se 

realiza a través de acto administrativo motivado y con las empresas existentes. 
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c. Inversión en infraestructura vial para la prestación del servicio. 

 

El Estado de muchas de las vías de la ciudad no es el mejor.  La administración 

debe realizar inversiones en el mejoramiento de la malla vial existente para que un 

sistema de transporte como este pueda operar con eficiencia, sin demoras en sus 

recorridos,Estas inversiones requeridas son: 

 

• Adecuación de pares viales para descongestionar la Calle 25 y la carrera 

26. 

• Mejoramiento de vías periféricas. 

• Señalización adecuada, con inclusión de carriles exclusivos de solo bus en 

la zona centro de la ciudad. 

• Semaforización en aquellos sitios que lo requieren. 

• Señalización de la Calle 26 a partir de la Carrera 20 terminal de transporte, 

con carril de Solo Bus. 

• Adecuación de paraderos en el parque Batalla de Boyacá y en el 

Céspedes, pues se carece de ellos. 

• Adecuación de paraderos tipo Duming en sitios estratégicos de la ciudad, 

como en los parques Batalla de Boyacá y Céspedes, salida sur los olivos, 

zona médica, hospital departamental TUU y en aquellos otros que se 

requieran. 

• Mejoramiento de la capa rodante, ya sea en rígido (concreto) o flexible 

(asfalto) de zonas de alta densidad poblacional como la urbanización 

bosques de maracaibo, aguaclara, san francisco, zona Occidental de la 

ciudad, entre otros. 
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d.  Adopción de políticas públicas de protección al servicio público 

urbano colectivo de pasajeros. 

 

 

Y es que sin estas todos los esfuerzos que se hagan tanto por parte del sector 

público como de los inversionistas resultarían estériles. La administración 

municipal de adoptar las siguientes medidas: 

 

• Vigilar que las empresas prestadoras del servicio de transporte público 

urbano colectivo de pasajeros presten el mismo con oportunidad y calidad, 

garantizando a la ciudadanía la continuidad del mismo. 

• Realizar estricto control al transporte informal en la ciudad.  Garantizando 

que este fenómeno no haga presencia en el sector céntrico de la ciudad ni 

en los paraderos y corredores habilitados para aquel transporte legalmente 

constituido. 

• Adopción de políticas de seguridad como es la prohibición del parrillero 

hombre en motocicleta (con las excepciones debidas) y la verificación del 

cumplimiento de la misma por parte de las autoridades competentes. 

• Adopción de zonas de exclusión en el sector centro para vehículos como la 

motocicleta.  Esta medida ayuda a controlar el tráfico vehicular y sería una 

medida recomendable para adoptar en la calle 26. 

• Levantar las zonas azules en aquellos corredores que generan congestión 

vehicular, como lo son las carreras 24, 26, 26 y 27. 

• Realizar convenios interadministrativos con la policía nacional, dirección de 

tránsito y transporte (Legalmente lo puede hacer aun cuando exista un 

cuerpo de agentes de tránsito de carácter municipal), conel objetivo de 

reforzar el pie de apoyo a la gestión del control del tránsito y del transporte 

informal. 
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11. CAPÍTULO III. 

 

EFICACIA DE LAS DIRECTRICES ADOPTADAS POR LA ADMINISTRACIÓN 

MUNICIPAL DE TULUÁ PARA EL MEJORAMIENTO EN LA PRESTACIÓN DEL 

SERVICIO PÚBLICO COLECTIVO URBANO DE PASAJEROS. 

 

La eficacia de las directrices adoptadas por la administración municipal de Tuluá 

para el mejoramiento de la prestación del servicio público colectivo urbano de 

pasajeros solo podrán ser medidas cuando sean ejecutadas; pero hemos visto el 

caso de ciudades que han iniciado el proceso y han presentado avances 

importantes al respecto.   

 

A continuación mencionaremos, en calidad de referencia y con el ánimo de ilustrar 

comparativamente que han realizado otros municipios con características similares 

a Tuluá y que pueden ser de referencia positiva para la ciudad: 

 

a. Transporte unificado de Palmira Tupal. 

 

TUPAL15 es un consorcio conformado por 3 empresas de servicio de transporte 

urbano que por decisión de la alcaldía municipal de Palmira debió integrarse para 

realizar una operación conjunta de acuerdo a un estudio realizado por un 

consultor.  Cuánto. Con una flota de 37 vehículos movilizados a gas natural, con 

tecnología de conteo de pasajeros por barras sensoras y GPS para operar la 

primera de tres fases programadas. Sirve 3 rutas y su promedio de pasajeros es 

de 6.000 diarios y como en Tuluá, la problemática del mototaxismo es muy 

acentuada. 

 

                                                           
15 TUPAL, Transporte Unificado de Palmira, Consorcio de Transporte Público Urbano Colectivo de la Ciudad 
de Palmira.    



 

Fuente: Google 

 

Tupal se comparte con el servicio de transporte tradicional de afiliados

alternándose rutas entre ambos sistemas

Fuente: Google y fotografía propia.

 

 

b. Sistema Estratégico de Transporte Público del Municipio de

Metro Sabanas S.A.S.

 

Metro Sabanas S.A.S

del sistema estratégico de transporte público de pasajeros de 

Sincelejo, así como la coordinación in

                                                          
16 METRO SABANAS S.A.S.  Sistema Estratégico de Transporte Público de Pasajeros de la ciudad de 
Sincelejo. 
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Tupal se comparte con el servicio de transporte tradicional de afiliados

entre ambos sistemas, (3 y 3) 

propia. 

Sistema Estratégico de Transporte Público del Municipio de

Metro Sabanas S.A.S. 

Metro Sabanas S.A.S16tiene por objeto principal la implementación y construcción 

sistema estratégico de transporte público de pasajeros de 

Sincelejo, así como la coordinación interinstitucional del proyecto. 

                   

METRO SABANAS S.A.S.  Sistema Estratégico de Transporte Público de Pasajeros de la ciudad de 

 

Tupal se comparte con el servicio de transporte tradicional de afiliados, 

 

Sistema Estratégico de Transporte Público del Municipio de Sincelejo, 

tiene por objeto principal la implementación y construcción 

sistema estratégico de transporte público de pasajeros de la ciudad de 

terinstitucional del proyecto. Cuenta con un 

METRO SABANAS S.A.S.  Sistema Estratégico de Transporte Público de Pasajeros de la ciudad de 
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total de 8 rutas para servir a la ciudad de Sincelejo.  Cabe recordar que la 

proliferación del mototaxismo en Sincelejo es el peor caso en todo el país, sin 

embargo, la administración ha salido avante en el tema sencillamente compitiendo 

con calidad, oportunidad y eficiencia, dadas las precarias condiciones y mala 

atención por parte de los primeros, adjunto a la inseguridad que en todo sentido 

genera esta modalidad informal de transporte en motocicleta. 

 

 
Fuente: Google 

 

c. Montería Ciudad Amable S.A.S.  

 

Montería Ciudad Amable S.A.S17, es la empresa encargada de implementar el 

sistema estratégico de transporte público (SETP) de la ciudad,  lo que permitirá a 

la población contar con un servicio de transporte de calidad, oportuno, confiable, 

con condiciones de accesibilidad, costos acordes y eficiente prestación del 

servicio. 

 

                                                           
17MONTERÍA CIUDAD AMABLE S.A.S. Empresa encargada de implementar el Sistema Estratégico de 
Transporte Público (SETP) de la ciudad de Montería. 
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El principal valor agregado del SETP, es la transformación urbana de Montería, 

con el objetivo de reconstruir en su totalidad, más de 33 kilómetros de vías y 

recuperar 123 mil metros cuadrados de espacio público. 

 

 
Fuente: Google. 

 

 

d. Sistema Inteligente de Transporte Público de Tuluá SI. 

 

Actualmente la administración municipal de Tuluá ha incluido en su plan de 

Desarrollo 2016-2019 “El plan del bicentenario” tiene en su programa 32, 

“Transporte público colectivo urbano” como objetivo: “Implementar acciones que 

garanticen por parte de los pasajeros, vehículos y operadores el buen 

funcionamiento, seguridad, accesibilidad y comodidad del sistema de transporte 

en el municipio”. 

 

Y en su Subprograma 32.1. “Sistema Estratégico De Transporte Público”. Su 

objetivo es: “Implementar estrategias de mejoramiento a los sistemas de 

transporte público urbano y de la zona rural del municipio”. 
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Al respecto, la empresa Transportes Montebello (Aparecen como convenio Tax-

Central en las calcomanías alusivas en cada bus) ha iniciado un proceso en donde 

viene vinculando algunos vehículos propios y otros de afiliados a la operación del 

transporte urbano colectivo de pasajeros de Tuluá de una forma diferente, pero 

aun con el mismo modelo afiliador tradicional. Cabe destacar que quieren hacer el 

esfuerzo y de la mano de la administración municipal hacen empeño en que inicie 

rápido la operación de más y mejores vehículos para atender las rutas que la 

ciudad necesita. Destacamos que la otra empresa, Transtobar no ha iniciado a 

pintar sus buses ni a adecuarles tecnología de conteo de pasajeros, pues han sido 

rehaceos a ello. Se han pintado vehículos y algunos se han adaptado con 

tecnología de conteo de pasajeros con sensores y GPS. 
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Fuente; Google y fotografías propias. 

 

Al igual que en la ciudad de Palmira, aún siguen rodando vehículos con el modelo 

anterior de afiliación. 

 

Pero a pesar de este esfuerzo, ni se ha cambiado de modelo de operación o de 

modelo empresarial, ni son todas las empresas las que han entrado en este 

proceso, ya que Transtobar ni ha pintado vehículos, ni ha mejorado la cantidad de 

vehículos operando y mucho menos ha instalado la tecnología necesaria para 

poder llegar a un modelo de caja única de transporte.En síntesis,  el programa 

denominado SI o sistema inteligente de transporte de la ciudad de Tuluá no puede 

ser considerado como un sistema estratégico de transporte público urbano,  pues 

no reúne las características necesarias para el mismo, sencillamente es tomar los 

mismos vehículos y pintarlos con un emblema y programa alusivo al programa de 

gobierno. 

 

Entonces, ¿Cómo se puede medir la eficacia de las directrices adoptadas por la 

administración municipal de Tuluá para el mejoramiento de en la prestación del 

servicio público colectivo urbano de pasajeros? Pues eso se nota en el 

mejoramiento del servicio, entre otros: 

 

• Mejor frecuencia de servicio (Menor tiempo de espera entre buses). 

• Mejor trazados de rutasque cubran la ciudad y movilicen efectivamente a la 

ciudad entre los centros de viajes. 

• Reducción de la proliferación del transporte informal por presencia eficiente 

y oportuna de un sistema de transporte formal. 

• Mayor interés de inversión por parte de las empresas operadoras, con 

reposición de equipo rodante nuevo. 

• Ampliación de los horarios de servicio y de la cobertura de las rutas. 
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• Mejoramiento de la calidad de vida de los habitantes de la ciudad y de los 

visitantes por tener una alternativa de movilización eficiente y oportuna, 

quelos conecte con sus sitios de trabajo, estudio y vivienda de una manera 

económica oportuna y amable. 

• Reducción de los índices de congestión vehicular producto de una 

racionalización del parque automotor que presta el servicio. 

• Reducción de los tiempos de viajes o traslados. 

• Mejoramiento de la calidad del aire y del ambiente en aquellas zonas donde 

opera un eficiente sistema de transporte y se restringe otros medios de 

movilización. 

• Mejoramiento en la economía de los usuarios. 

• Embellecimiento de la ciudad por urbanización de su sistema de transporte 

amable con el entorno. 
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12.  CONCLUSIONES. 

 

 

• El municipio de Tuluá (Estado Colombiano) puede ser objeto de reproches,  

criticas o reconvencionespor las fallas en la prestación del servicio público 

urbano colectivo de pasajeros, dada su falencia a la hora de regular el 

mismo y para exigir el cumplimiento de las obligaciones por parte de las 

empresas prestadoras, así como de no ofrecer las condiciones de mínimas 

requeridas para que las mismas pudieran prestar el servicio en condiciones 

de calidad,  oportunidad, eficiencia y equilibrio económico. 

 

• La habilitación otorgada a una empresa de esta modalidad de transporte 

urbano es un acto administrativo legal propio del Estado (Por medio de 

Resolución), sobre el cual se pueden presentar diversas actuaciones como 

una acción de reparación directa cuando en efecto la acción se interpone 

con ocasión del rompimiento del principio de igualdad ante las cargas 

públicas, en donde la acción de reparación directa resultaría 

procedente.Por ello es que se entiende como el municipio de Tuluá es 

responsable de tipo administrativo en su falla para vigilar y ofrecer una 

prestación optima del servicio de transporte urbano colectivo en su 

jurisdicción. 

 

• El crecimiento descontrolado de otras modalidades del transporte no 

reguladas como lo son los mototaxistas y los vehículos piratas, obedece a 

la falta de una política de control por parte del municipio de Tuluá y de la 

desarticulación con los organismos de vigilancia del Estado, en este caso, 

lapolicía nacional. 
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• El problema actual del transporte público colectivo urbano de pasajeros en 

Tuluá no es del todo responsabilidad del municipio (Estado), gran culpa de 

ello también la tienen las empresas, que por falta de planificación se ven 

afrontados a la disminución de su capacidad transportadora y a la apatía de 

los afiliados en invertir en un negocio y en una empresa que poco respaldo 

les genera, así como del desmejoramiento en la calidad del servicio. 

 
 

• Se puede concluir entonces que el Estado no solamente es responsable por 

sus acciones, cuando se causa un daño, sino también cuando por la 

omisión de sus responsabilidades se genere una acción que deba de ser 

reparada según la jurisprudencia de nuestro País. 
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13.  RECOMENDACIONES. 

 

• Se debe cambiar el modelo actual de transporte urbano colectivo de 

pasajeros en la ciudad, pasar de un modelo afiliador a un modelo operador, 

en donde las empresas sean las titulares del parque automotor para con 

ello garantizar el completo control de la operación del sistema y evitar que 

este siga siendo manejado de forma irresponsable y con poco compromiso 

por parte de los conductores. 

 

• Se deben establecer políticas claras de control a la prestación este servicio, 

pero también y con mayor autoridad, políticas de respeto al transporte legal, 

al espacio público y a las restricciones por motivo de seguridad como lo son 

las medidas de prohibición de parrillero hombre, parqueo en sitios 

prohibidos, implementación de zonas de exclusión vehicular y experimentar 

con medidas como carriles exclusivos para buses, más de un día sin carro 

particular y motos al año, entre otras. 

 

• El departamento administrativo de movilidad y seguridad vial del municipio 

debe evaluar de forma responsable si las empresas habilitadas para la 

prestación del servicio público colectivo urbano de pasajeros de la ciudad 

están en capacidad de seguir prestando el servicio,  diseñar un plan de 

mejoramiento a seguir,  exigir a las mismas y si por el contrario,  se 

demuestra su no capacidad para seguir prestando el servicio,  iniciar un 

proceso de licitación para la habilitación de las rutas a un nuevo o nuevos 

operadores para las mismas. 
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• La implementación de un nuevo modelo de transporte con las empresas 

actuales no necesariamente conlleva a realizarlo con vehículos nuevos,  

basta con incrementar el parque automotor actual con vehículos con vida 

útil residual mayor al 50% (Legalmente se puede hacer), lo que quiere 

decir,  llamar a quienes quieran traer sus vehículos para operar en la ciudad 

de Tuluá (Obviamente respetando las directrices del decreto 170 del 2001 

min transporte) y así satisfacer las necesidades de la ciudadanía con 

oportunidad de rutas, mejores frecuencias y mejor parque automotor. 

 

• La acción de regulación del municipio de Tuluá para con el seguimiento al 

transporte público colectivo urbano de pasajeros parece haber sido tan 

insuficiente o nula que se tradujo en desmejoramiento de calidad del 

servicio objeto de regulación. 

 
• No hay lugar a duda que la situación se puede mejorar,  tomando en cuenta 

las acciones que en el capítulo 8 “directrices de las autoridades 

gubernamentales para afrontar las limitantes en pro de solucionar la 

problemática presentada” La administración municipal está a tiempo de 

implementar estas medidas recomendadas y así, sin trazarse en una lucha 

estéril contra los mototaxistas, generar las condiciones propicias para que 

el negocio del transporte urbano colectivo de pasajeros vuelva a ser 

rentable y atractivo tanto para empresarios como para usuarios. 
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14. CRONOGRAMA. 
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